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I. NOVEDADES NORMATIVAS.

A diferencia de lo que hemos venido manifestando en los últimos informes, en el periodo de noviembre de 2018 a enero de 2019, sí puede observarse actividad legislativa, fundamentalmente, en el ámbito autonómico; porque a nivel estatal sólo merece mención el Real Decreto-ley 21/2018, de 14 de diciembre, de medidas urgentes en materia de vivienda y alquiler, que no ha podido ser convalidado en el Congreso de los Diputados.

Por lo que respecta a las Comunidades Autónomas, a parte de las diversas modificaciones introducidas en la normativa urbanística y de vivienda mediante sendas leyes de medidas fiscales y administrativas, destaca la promulgación de la Ley de ordenación territorial y urbanística sostenible de Extremadura y la Ley Foral sobre el derecho subjetivo a la vivienda. En el ámbito reglamentario merece destacar la aprobación de los reglamentos de planeamiento, gestión urbanística e intervención y disciplina urbanísticas de la C. A. de las Islas Canarias, además del reglamento de entidades urbanísticas colaboradoras de Aragón.

1. ESTADO.

- Real Decreto-ley 21/2018, de 14 de diciembre, de medidas urgentes en materia de vivienda y alquiler. (BOE núm. 304, de 18 de diciembre de 2018).

Este Real Decreto Ley tenía (digo “tenía”, porque no ha sido convalidado por el Congreso de los Diputados) en sus ambiciones afrontar los retos en materia de vivienda “que, en la actualidad, se ligan de manera especial a la dificultad del acceso a la misma en régimen de alquiler”, porque, a su juicio, la reforma liberalizadora de 2013, ni aumentó la oferta de vivienda ni moderó los precios de alquiler, situando al arrendatario en una posición de debilidad.

Por esa razón, dice la Exposición de motivos, al Estado corresponde reforzar la cooperación con las Administraciones territoriales que tienen la responsabilidad de ejercer en sus respectivos ámbitos la competencia directa en materia de vivienda.

A tal fin se adoptan una serie de medidas urgentes que mejoren el marco normativo “para aumentar la oferta de vivienda en alquiler, equilibrando la posición jurídica del propietario y el inquilino en la relación arrendaticia, estableciendo los necesarios estímulos económicos y fiscales, y teniendo la meta de garantizar el ejercicio del derecho constitucional a la vivienda”.

Las medidas son de cuatro tipos:

1. Medidas de reforma de la regulación de los contratos de arrendamientos de vivienda y modificación de la Ley de Arrendamientos Urbanos de 1994.

Se extienden los plazos de prórroga obligatoria y prórroga tácita, recuperando los plazos establecidos antes de la reforma de 2013. Los plazos del contrato se pactan entre las partes si bien se establece un plazo de 5 años de prórroga obligatoria, salvo que el arrendador sea persona jurídica (7 años). La prórroga tácita es de tres años si llegada la fecha de vencimiento del contrato y sus prórrogas, una vez transcurrido el periodo de prórroga obligatoria, no hay comunicación alguna de las partes en la que se establezca la voluntad de no renovarlo. De esta manera se da al inquilino una mayor estabilidad.

Se modifican las garantías adicionales a la fianza.

Excluye del ámbito de aplicación de la LAU la cesión temporal de uso de las denominadas viviendas de uso turístico, remitiéndose a la normativa sectorial turística. 

La D. A. única del R. D. Ley obliga al Ministerio de Fomento a poner en marcha medidas para promover la oferta de vivienda en alquiler, a cuyo fin deberá presentar un informe en dos meses desde la entrada en vigor del mismo. Estas medidas son:

a) Movilización de suelo público perteneciente a la Administración General del Estado y los organismos de ella dependientes, para la promoción de vivienda en alquiler social o asequible, mediante fórmulas de colaboración público-privadas.

b) Modulación de los instrumentos financieros del Plan Estatal de Vivienda con el fin de promover los mecanismos público-privados para atender las necesidades de alquiler social y asequible, particularmente mediante la cesión de derecho de superficie sobre suelo público.

c) Reorientación del Plan Estatal de Vivienda, que deberá apoyar exclusivamente el disfrute de vivienda en régimen de alquiler.

d) Acuerdos con las administraciones sectorialmente competentes para la agilización de las licencias urbanísticas, priorizando en las ayudas del Plan Estatal de Vivienda a aquellas que hayan alcanzado acuerdos de este tipo.

2. Medidas de reforma del régimen de propiedad horizontal. Modificación de la Ley sobre propiedad horizontal.

Se modifica la LPH para impulsar la realización de obras de mejora de la accesibilidad. Aumenta el fondo de reserva hasta un 10% del presupuesto del año anterior, cuya cantidad podrá destinarse a la ejecución de obras de conservación y reparación de la finca y obras de accesibilidad “que resulten necesarias para garantizar los ajustes razonables en materia de accesibilidad universal y, en todo caso, las requeridas a instancia de los propietarios en cuya vivienda o local vivan, trabajen o presten servicios voluntarios, personas con discapacidad o mayores de 70 años, con el objeto de asegurarles un uso adecuado a sus necesidades de los elementos comunes, así como la instalación de rampas, ascensores, …siempre que el importe repercutido anualmente de las mismas, una vez descontadas las subvenciones o ayudas públicas, no exceda de 12 mensualidades ordinarias de gastos comunes”

No elimina el carácter obligatorio de las obras el hecho de que el resto del coste, más allá de esas mensualidades, sea asumido por quienes las requirieron. Igualmente, estas obras son obligatorias cuando las ayudas públicas a las que la comunidad tenga acceso alcancen el 75% del importe de las mismas.

Además, establece una mayoría cualificada para el acuerdo comunitario que limite o condicione el ejercicio de la actividad de cesión temporal de uso de la totalidad de una vivienda para vivienda turística. Suponga o no modificación del título constitutivo o de los estatutos, este acuerdo exige el voto favorable de las 3/5 partes de las cuotas de participación. Esta misma mayoría será necesaria para adoptar el acuerdo que establezca cuotas especiales de gastos o un incremento en la participación de los gastos comunes de la vivienda turística, siempre que no supongan un incremento superior al 20%. Estos acuerdos no tienen efectos retroactivos.

3. Medidas de reforma del procedimiento de desahucio de vivienda. Modificación de la Ley de Enjuiciamiento Civil.

Incorpora una modificación del procedimiento de desahucio cuando afecte a hogares vulnerables. La determinación de la situación de vulnerabilidad produce la suspensión del procedimiento hasta que se adopten medidas que estimen oportunas los servicios sociales.

4. Medidas económicas y fiscales en materia de vivienda y alquiler. Modificación de la Ley de Haciendas Locales.

Se exceptúa de la obligación de repercutir el IBI al arrendatario si el arrendador es un ente público en el caso de alquiler de inmueble de uso residencial con renta limitada por una norma jurídica.

Se modifica la regulación del recargo para viviendas desocupadas de manera permanente, remitiendo a la normativa sectorial de vivienda (con rango de ley) la que faculte para que se aplique por los ayuntamientos a través de la oportuna ordenanza fiscal.

Se crea una bonificación potestativa de hasta el 95% para los inmuebles destinados a alquiler de vivienda con renta limitada por una norma jurídica. 

2. COMUNIDADES AUTONOMAS.

C) GALICIA

- LEY 3/2018, de 26 de diciembre, de medidas fiscales y administrativas. (DOG Núm. 247, 28 de diciembre de 2018)

El art. 13 de esta Ley de medidas modifica la Ley 2/2016, de 10 de febrero, del suelo de Galicia. 

La modificación añade un nuevo artículo relativo a las modalidades de ejecución de actuaciones en el sistema de expropiación. En este caso, la Administración expropiante podrá utilizar, para el desarrollo de la actividad de ejecución de las actuaciones en el sistema de expropiación, todas las modalidades de gestión directa e indirecta admitidas por la legislación de régimen jurídico, de contratación de las administraciones públicas, de régimen local y de ordenación territorial y urbanística.

También modifica el régimen sancionador, de tal manera que toda infracción urbanística implicará la imposición de sanciones a las personas responsables, así como la obligación de resarcimiento de los daños e indemnización de las pérdidas a cargo de los mismos, con independencia de las medidas previstas en la sección anterior. La obligación de resarcimiento de los daños y de indemnización de las pérdidas provocados en el patrimonio de las administraciones públicas podrá imponerse en la propia resolución sancionadora, realizándose su ejecución, en su caso, a través de los medios de ejecución forzosa previstos por la legislación del procedimiento administrativo común.

Se considera infracción urbanística grave la realización de pintadas, grafitis, incisiones u otros actos que causen daños o deterioros o menoscaben el ornato de la vía pública, el mobiliario urbano, los espacios publicitarios o los paramentos exteriores de las edificaciones, construcciones e instalaciones, incluidos los muros y cierres de todo tipo, siempre que existiera reincidencia o los daños fuesen irreparables, entendiéndose por tales aquellos que exijan el reemplazo del elemento afectado.; no así la realización de murales y grafitis de valor artístico en los espacios públicos que excepcionalmente cedan los ayuntamientos a estos efectos, siempre que no perjudicasen el entorno urbano ni la calidad de vida del vecindario. 

También tipifica como infracciones leves, además de la ejecución de obras o instalaciones realizadas sin licencia, comunicación previa u orden de ejecución, cuando fuesen legalizables por ser conformes con el ordenamiento urbanístico, el incumplimiento de las órdenes de ejecución o demolición o la inexactitud, falsedad u omisión, de carácter no esencial, en cualquier dato o documento que se acompaña u obra en la comunicación previa, la realización de pintadas, grafitis, incisiones u otros actos que causen daños o deterioros o menoscaben el ornato de la vía pública, el mobiliario urbano, los espacios publicitarios o los paramentos exteriores de las edificaciones, construcciones e instalaciones, incluidos los muros y cierres de todo tipo, siempre que no tuviese el carácter de infracción grave.

En ambos casos (grave y leve) serán sancionadas las personas que resultasen autoras materiales de las conductas, si bien están exentos de responsabilidad los menores de 14 años. En caso de que la infracción fuese cometida por un menor de 14 años, la autoridad competente lo pondrá en conocimiento del Ministerio Fiscal.

Cuando fuese declarado autor de los hechos cometidos un menor de 18 años, un menor no emancipado o una persona con la capacidad modificada judicialmente, responderán, solidariamente con él, del pago de las sanciones pecuniarias que se le impongan, de los daños y perjuicios ocasionados de acuerdo con lo establecido en el artículo 157.2 y de la reposición a su estado originario de la situación alterada por la infracción de acuerdo con lo establecido en el artículo 162 bis sus padres, tutores, curadores, acogedores o guardadores legales o de hecho, según proceda.

Igualmente, modifica las sanciones pecuniarias, al tiempo que añade un nuevo artículo sobre la reposición de la situación alterada a su estado originario en determinados casos.

También se añade una D. A. 3ª a la Ley del suelo de Galicia, sobre medidas urbanísticas excepcionales.

J) ARAGÓN

- Ley 14/2018, de 8 de noviembre, de memoria democrática de Aragón (BOA núm. 226, de 22 de noviembre).

Esta ley se trae a colación en este informe sobre ordenación del territorio y urbanístico únicamente en lo que afecta a la normativa sobre patrimonio cultural.

La D. F. 2ª de esta Ley modifica la Ley 3/1999, de 10 de marzo, de Patrimonio Cultural Aragonés, para introducir una letra g) en el apartado 2.B) del artículo 12, que regula los bienes de interés cultural.

Se considera bien de interés cultural, con la protección que esto conlleva, el lugar de la memoria democrática de Aragón, que se define como “aquel espacio, construcción o elemento inmueble cuyo significado histórico sea relevante para la explicación del pasado de Aragón en términos de participación, defensa y lucha a favor de la democracia frente a la intolerancia y la dictadura en el marco histórico de la Segunda República española, la guerra civil y la dictadura franquista. Estos espacios podrán incluir ateneos, escuelas, centros sociales y culturales vinculados con la sociabilidad y la cultura republicanas, así como, en relación con la guerra y la dictadura franquista, obras de fortificación, vestigios de combates, fosas, lugares de detención e internamiento, obras realizadas con trabajos forzados, espacios de acción guerrillera antifranquista, así como cualquier otro tipo de espacio significativo o conmemorativo, tales como las maternidades en las que se cometieron los actos contra la dignidad de los bebés robados”.

- Decreto 210/2018, de 3 de diciembre, del Gobierno de Aragón, por el que se aprueba el Reglamento de Entidades Urbanísticas Colaboradoras. (BOA núm. 240, de 13 de diciembre).

Los preámbulos de las normas son aclaratorios de las motivaciones del legislador para llevar a cabo la regulación sobre una materia. En este caso, no podría ser de otra manera. La exposición de motivos del decreto aragonés, después de mencionar los artículos del Texto Refundido de la Ley de Urbanismo donde se contiene la mención a las entidades urbanísticas colaboradoras (arts. 22.2 y 136), reconoce la habilitación implícita para que reglamentariamente puedan establecerse nuevos tipos de entidades colaboradoras.

Reconoce la dispersión normativa actual sobre la materia que supone que “en Aragón existe en la actualidad una regulación de las entidades urbanísticas colaboradoras que puede calificarse como breve, fragmentaria e incompleta, además de tratarse de una normativa cuya adecuación, en todos sus extremos, a la normativa de rango legal, tanto estatal como de la Comunidad Autónoma de Aragón, debería examinarse detalladamente”; situación que contrasta con la de otras Comunidades Autónomas, que están dotadas de regulaciones más extensas, completas y adaptadas a su normativa

En cualquier caso, esta regulación es heredera de determinadas figuras tradicionales como las juntas de compensación, las asociaciones de propietarios en el sistema de cooperación y las entidades urbanísticas de conservación. 

La exposición de motivos reconoce la necesidad de regular las nuevas figuras creadas en los últimos años en la legislación estatal y autonómica, atribuyéndoles cometidos en interés general y particular, pero no regulando su organización y funcionamiento interno. El TRLS 2015 se refiere a figuras tales como las comunidades y agrupaciones de comunidades de propietarios, las cooperativas de viviendas y las asociaciones administrativas constituidas al efecto, los propietarios de terrenos, construcciones, edificaciones y fincas urbanas y los titulares de derechos reales o de aprovechamiento, así como las empresas, entidades o sociedades que intervengan por cualquier título en dichas operaciones y las asociaciones administrativas que se constituyan por ellos. A todos ello el TR atribuye una serie de facultades actuar en el mercado inmobiliario “con plena capacidad jurídica para todas las operaciones, incluidas las crediticias, relacionadas con el cumplimiento del deber de conservación, así como con la participación en la ejecución de actuaciones de rehabilitación y en las de regeneración y renovación urbanas”; participar en los concursos públicos que la Administración convoque a los efectos de adjudicar la ejecución de las obras correspondientes; la gestión de las obras, etc.

También quiere atender a las previsiones de la LOTA relativas a la “ejecución de los planes o proyectos de interés general de Aragón podrá realizarse directa o indirectamente conforme a lo establecido en la legislación urbanística, a elección de la Administración”, respecto de los que faculta para delimitar ámbitos de gestión directa y de gestión indirecta-

Este decreto, que entró en vigor al mes de su publicación (D. F. 3ª), esto es, el 13 de enero, supone la derogación de los artículos 8, 11, 12.1, 13, 14, 15 y 16 del Decreto 52/2002, de 19 de febrero, del Gobierno de Aragón, por el que se aprueba el desarrollo parcial de la Ley 5/1999, de 15 de marzo, Urbanística, en materia de organización, planeamiento urbanístico y régimen especial de pequeños municipios, y los artículos 25 a 32 del Decreto 20/2011, de 8 de febrero, del Gobierno de Aragón, por el que se crea el Registro Público de Convenios Urbanísticos, el Registro Aragonés de Patrimonios Públicos de Suelo y el Registro Administrativo de Entidades Colaboradoras y Programas, y se aprueba el Reglamento que regula su organización y funcionamiento. (D.D. única)

Asimismo, el decreto desplaza en el ámbito de la C. A. de Aragón los artículos 8, 67 a 70, 128, 129 y 157 a 193 del Reglamento de Gestión Urbanística aprobado por Real Decreto 3288/1978, de 25 de agosto. (D. F. 2ª)

De acuerdo con lo dispuesto en la D. A. 4ª del decreto, los estatutos y bases de actuación inscritos en el Registro de Entidades Urbanísticas Colaboradoras con anterioridad a la entrada en vigor del Reglamento mantendrán su validez en todas aquellas de sus determinaciones que no sean contrarias a lo establecido con carácter preceptivo por este Reglamento, en cuyo caso dejarán de ser directamente de aplicación.

La D. T. única prevé que las solicitudes de inscripciones, anotaciones o cancelaciones presentadas en el Registro de Entidades Urbanísticas Colaboradoras con anterioridad a la entrada en vigor del Reglamento, se practicarán con arreglo a las disposiciones vigentes en el momento de su incoación, siempre y cuando no sean contrarias a lo establecido con carácter preceptivo por el mismo.

El reglamento tiene 84 artículos y 4 anexos y se divide en 9 capítulos.

Con carácter general, las entidades urbanísticas colaboradoras, asumirán las facultades y deberes de ejecución urbanística que les confiere la legislación urbanística y el planeamiento e, incluso, pueden realizar tareas de conservación y administración de la urbanización y sus elementos, así como de otros servicios de interés común que expresamente estén previstos en sus estatutos.

Aunque el listado no es limitativo, sino meramente enunciativo, considera 7 tipos de entidades urbanísticas colaboradoras, a cada una de las cuales dedica un capítulo: las juntas de compensación, las asociaciones administrativas de propietarios en el sistema de gestión directa por cooperación, las agrupaciones de interés urbanístico en el sistema de gestión indirecta por urbanizador, las entidades de conservación, las juntas de rehabilitación, las entidades colaboradoras en la ejecución de planes y proyectos de interés general de Aragón y las juntas provisionales.

Forman parte de estas entidades de conservación los propietarios de fincas comprendidas en la unidad de ejecución, los titulares de aprovechamientos urbanísticos a materializar en la misma unidad de ejecución, la Administración actuante en su condición de propietaria y, en su caso, las empresas urbanizadoras.

En cuanto a su régimen jurídico, se rigen por este reglamento, sus estatutos y bases de actuación, sin perjuicio de que, subsidiariamente, sean de aplicación las normas de las juntas de compensación al resto de entidades urbanísticas colaboradoras, así como las normas sobre funcionamiento de los órganos colegiados contenidas en la legislación sobre régimen jurídico del sector público.

Tienen carácter administrativo cuando ejercen potestades administrativas, y dependen de la Administración urbanística actuante. 

La constitución de las entidades urbanísticas colaboradoras se producirá en el momento del otorgamiento de la escritura pública, adquiriendo desde ese momento personalidad jurídica y plena capacidad de obrar.

No obstante, los efectos jurídicos de carácter administrativo del acto constituyente de las entidades urbanísticas colaboradoras y la adquisición de su naturaleza administrativa quedan diferidos al transcurso del plazo de un mes desde la entrada en el registro de la Administración actuante sin notificación que manifieste discrepancia con la documentación aportada, y la comunicación al Registro de Entidades Urbanísticas Colaboradoras para su inscripción. 

Se consideran en todo caso efectos jurídicos de carácter administrativo a efectos del reglamento, la contratación de la obra urbanizadora, los recursos en vía administrativa contra los acuerdos de la entidad y la vía de apremio. 

La inscripción en el Registro de Entidades Urbanísticas Colaboradoras de Aragón sólo tiene efectos de publicidad, no es constitutiva. 

Regula como órganos de gobierno y administración la asamblea general y el órgano rector, y son los estatutos los que deben regular su composición, funciones y las facultades del presidente y secretario, y en su caso, del vicepresidente. 

Las disposiciones generales del reglamento también se refieren a la transmisión de la titularidad de una finca o derecho de aprovechamiento, que supondrá la subrogación en los derechos y obligaciones del transmitente, entendiéndose incorporado el adquirente a la entidad a partir del momento de la transmisión. Es obligatorio comunicar la transmisión a la entidad colaboradora. Igualmente, debe constar expresamente en la escritura pública de enajenación que el transmitente está al corriente en el pago de las cuotas aprobadas y notificadas por la entidad, tanto ordinarias como extraordinarias, que hayan vencido, o bien las que debe.

En los supuestos de urbanización y edificación simultánea, cuando se produzca la transmisión de viviendas o locales, el vendedor está obligado al pago de los gastos de urbanización pendientes, a cuyo efecto ostentará la representación del comprador en la entidad salvo pacto en contrario. La entidad podrá exigir al vendedor que garantice el pago de dichos gastos de urbanización pendientes. En caso de disolución de la entidad urbanística colaboradora o insolvencia del promotor-vendedor, los adquirentes responderán subsidiariamente. 

Además de referirse a la adopción de acuerdos y a la posibilidad de interponer recurso de alzada contra los acuerdos de la entidad colaboradora, el reglamento regula la posibilidad de que la Administración suspenda temporalmente el funcionamiento de la actividad de las entidades urbanísticas colaboradoras a solicitud de las mismas, por razones materiales o económicas y siempre que no resulte contraria al interés público, excepto en el caso de las entidades de conservación. D

Por último, el reglamento regula el control económico y cuenta de liquidación definitiva, la disolución, liquidación y extinción de estas entidades. 

En orden a la regulación de la Junta de Compensación, no se descubre nada nuevo si decimos que el sistema de compensación tiene por objeto la gestión y ejecución de la urbanización de la unidad de ejecución por los mismos propietarios comprendidos en su ámbito, con solidaridad de beneficios y cargas. 

Su regulación es muy extensa, porque no hay que olvidar que se aplica supletoriamente al resto de entidades de colaboración. El Capítulo II del decreto regula:

- la determinación del sistema de actuación;

- la constitución de la Junta, incluyendo los casos en los que no es exigible su constitución, los requisitos para asumir la iniciativa, que debe llevarse a cabo en el plazo de un año a contar de la plena eficacia del planeamiento que establezca la ordenación pormenorizada y determine la gestión indirecta, el procedimiento de adhesión y la aprobación de los estatutos y bases de actuación de la Junta.

- los efectos de la aprobación definitiva de los estatutos y bases.

- el contenido mínimo de los estatutos y bases de actuación.

- el proyecto de reparcelación, incluyendo las funciones de la junta sobre la formulación y aprobación del mismo.

- las funciones de la junta sobre la ejecución de las obras de urbanización, tales como la contratación de las obras, que se llevará a cabo de conformidad con los principios de concurrencia, publicidad y transparencia, aplicándose la legislación de contratos del sector público “en tanto resulte de aplicación el criterio funcional de obra pública”. A tal efecto la junta debe aprobar un pliego de condiciones que recoja los criterios técnicos y económicos que regirán la adjudicación y ejecución de la obra.

- las obras de urbanización, con la posibilidad de ocupar los terrenos objeto de cesión hasta que finalicen las obras y sean recibidos por la Administración actuante. También regula la recepción de las obras de urbanización.

- las responsabilidades de la junta, frente a la Administración actuante, de la urbanización completa de la unidad de ejecución y, en su caso, de la edificación de los solares resultantes. En este punto, el reglamento también regula la posibilidad de sustitución del sistema cuando la junta incurra en incumplimiento graves y los supuestos de incumplimiento de los miembros de la junta.

A las Asociaciones Administrativas de Cooperación se refiere el capítulo III del reglamento. Estas asociaciones se forman por iniciativa de los propietarios que representen al menos el 25% de la suma de la superficie y de los derechos aportados de la unidad de ejecución. 

Sólo puede constituirse una asociación administrativa de cooperación en cada unidad de ejecución y tienen preferencia en la tramitación, en caso de concurrencia de varias iniciativas, la suscrita por propietarios que representen un mayor porcentaje de la suma de la superficie y derechos aportados o, en caso de igualdad, la que primero hubiera tenido entrada en el registro de la Administración actuante en expediente completo. Los propietarios no pueden suscribir más de una iniciativa simultáneamente. 

En cuanto a los estatutos por los que deban regirse tendrá contenido y procedimiento similar al previsto para las juntas de compensación.

Las relaciones de la asociación con la Administración actuante se llevarán a cabo por su presidente, elegido entre los propietarios.

La pertenencia a una asociación administrativa será voluntaria y, una vez constituida, los propietarios no promotores tendrán derecho a formar parte de la misma conforme al procedimiento establecido en los estatutos de la entidad o, en su defecto, mediante escritura de adhesión a la escritura de constitución. 

El reglamento también indica cuales son las funciones de las asociaciones administrativas de cooperación, que son:

a) Ofrecer a la Administración actuante sugerencias referentes a la gestión de la unidad de ejecución de que se trate.

b) Auxiliar a la Administración actuante en la vigilancia de la ejecución de las obras y dirigirse a ella denunciando los defectos que se observen y proponiendo medidas para el más correcto desarrollo de las obras.

c) Colaborar con la Administración actuante para el cobro de las cargas de urbanización en función de las cuotas de participación.

d) Examinar y controlar el destino de las cantidades satisfechas por los propietarios de la unidad de ejecución en concepto de cargas de urbanización.

e) Gestionar la concesión de los beneficios fiscales que procedan.

f) Elaborar y presentar a tramitación administrativa los proyectos de reparcelación y de urbanización, de tramitación obligatoria por la Administración actuante, considerando el coste como carga de urbanización.

El Capítulo IV regula las Agrupaciones de Interés Urbanístico, propias del sistema de gestión indirecta por urbanizador. En este sistema, los propietarios pueden constituir agrupaciones de interés urbanístico con la finalidad de competir por la adjudicación del programa de urbanización del ámbito o de colaborar con el urbanizador en la gestión del ámbito, incluida la ejecución de las obras de urbanización. 

Se forman por iniciativa de los propietarios que representen al menos el 25% de la suma de la superficie y de los derechos aportados de la unidad de ejecución. 

En cuanto a su constitución, composición, estatutos y elección del presidente, se rigen por lo establecido para las asociaciones administrativas de cooperación.

En cuanto a las funciones de las agrupaciones de interés urbanístico, el reglamento distingue según tengan por objeto colaborar con el urbanizador en la gestión del ámbito o cuando sean adjudicatarias de un programa de urbanización. En este segundo caso, puede ejercer las prerrogativas y facultades establecidas en el artículo 166 del TRLUA. En el primer supuesto sus funciones serán:

a) Formular al urbanizador y a la Administración actuante sugerencias referentes a la gestión y urbanización de la unidad o unidades de ejecución de que se trate. 

b) Auxiliar a la Administración y, en su caso, al urbanizador, con la vigilancia de la ejecución de las obras y dirigirse a ellos denunciando los defectos que se observen y proponiendo medidas para el más correcto desarrollo de las obras. 

c) Colaborar con el urbanizador y, en su caso, con la Administración, para el cobro de las cuotas de urbanización. 

d) Examinar y controlar el destino de las cantidades exigidas a los propietarios de la unidad de ejecución en concepto de gastos de urbanización. 

e) Colaborar con el urbanizador en la preparación y redacción de los proyectos de reparcelación y de urbanización. 

La regulación de la Entidades de Conservación en el Capítulo V es más extensa. Como regla general, se reconoce la obligación de la Administración actuante de conservar las obras de urbanización y mantener las dotaciones e instalaciones de los servicios públicos a su cargo, una vez hayan sido recibidas.

Excepcionalmente, los propietarios de los terrenos comprendidos en una unidad de ejecución, estarán obligados a conservación esas obras cuando así se imponga por el planeamiento urbanístico, por el plan o proyecto de interés general de Aragón, por las bases de un programa, las bases de una junta de compensación, o resulte expresamente de disposiciones legales; decisión ésta que deberá motivarse específicamente, en función de las circunstancias concurrentes, por razones concretas de interés público o porque lo soliciten los propietarios. Todo ello, con independencia de la titularidad pública o privada y de uso público de la urbanización. 

Debe fijarse su duración. 

Las funciones de las entidades de conservación, a parte de la conservación de las obras de urbanización y el mantenimiento de las dotaciones e instalaciones de los servicios públicos, podrán ejercer las funciones relativas a la administración y gestión de servicios de interés común que expresamente prevean sus estatutos. En concreto:

a) Velar por la prestación de los servicios que tengan encomendados. 

b) Establecer reglas de acceso, pudiendo, en el caso de urbanizaciones abiertas al uso público, establecer medidas que restrinjan el acceso en la franja horaria de menor afluencia, previa autorización municipal. 

c) Cualesquiera otras que se acuerden acometer siempre que se encuadren dentro de los fines legales y sean adoptados por el órgano competente de la entidad. 

El reglamento regula también la constitución de estas entidades de conservación y el régimen de funcionamiento, que incluye las cuotas, estatutos, cobro de cuotas y duración.

La regulación de las Juntas de Rehabilitación, en el Capítulo VI, reconoce a las comunidades de propietarios, individualmente o a través de agrupaciones, las cooperativas de viviendas, los propietarios de terrenos, construcciones, edificaciones y fincas urbanas y los titulares de derechos reales o de aprovechamiento, además de las empresas, entidades o sociedades que intervengan en nombre de los anteriores, y en especial las asociaciones administrativas que agrupen a algunos de los sujetos mencionados, la posibilidad de  constituir asociaciones con la finalidad de ejecutar o colaborar con la Administración en la ejecución de actuaciones de rehabilitación, renovación o regeneración urbana. 

Constituida una junta de rehabilitación, la Administración la considerará vía preferente para la participación y la información a los propietarios. Pudiendo incorporarse a ella empresas, entidades o sociedades que intervengan por cualquier título en dichas operaciones. 

Las Administraciones públicas y los entes dependientes de las mismas podrán ser miembros de pleno derecho de estas asociaciones cuando contribuyan a la financiación de la operación. En otro caso, la Administración actuante participará en sus órganos de gobierno con voz, pero sin voto. 

Salvo que dispongan otra cosa los estatutos de la entidad, la junta de rehabilitación contará con una asamblea, de la que formarán parte todos sus miembros, y una comisión ejecutiva, de la que deberá formar parte un representante de cada comunidad o agrupación de comunidades de propietarios o entidad, además de un representante de la Administración actuante. 

Tendrá como funciones la elaboración, por propia iniciativa o por encargo del responsable de la gestión de la actuación de que se trate, los programas, planes o proyectos de gestión correspondientes a dicha actuación. Aprobado el programa, proyecto de plan o proyecto de gestión de una actuación sistemática de rehabilitación, renovación o regeneración urbana, los gastos tienen la consideración de cargas de urbanización. 

Estas entidades tienen carácter administrativo y la consideración de entidades urbanísticas colaboradoras con personalidad jurídica propia y plena capacidad de obrar para la realización de cualesquiera actividades directamente relacionadas con el deber de conservación, además de para participar en la ejecución de actuaciones de rehabilitación, regeneración y renovación urbana. 

Si no desarrollen actuaciones de ejecución sistemática, se regirán por lo previsto para las entidades de conservación. Si se delimite un ámbito de intervención o área de reforma interior para la ejecución sistemática de las actuaciones de regeneración o renovación, se regirán por su régimen específico y, además, por lo dispuesto en cada sistema de actuación para la correspondiente entidad urbanística colaboradora, sea como junta de compensación en el sistema de compensación, asociación administrativa de propietarios en el sistema de gestión directa por cooperación, agrupación de interés urbanístico en el sistema de gestión indirecta por urbanizador o rehabilitador, en función de lo establecido en el instrumento urbanístico aplicable para la correspondiente actuación de rehabilitación, renovación o regeneración urbana. 

El reglamento también regula el procedimiento de constitución y el régimen de funcionamiento de las juntas de rehabilitación.

En este sentido, si la junta de rehabilitación actúa conforme al sistema de compensación o resulta adjudicataria de la ejecución de las obras en función de una licitación pública convocada al efecto por la Administración actuante, actuará como fiduciaria con pleno poder dispositivo sobre los elementos comunes del edificio o complejo inmobiliario y las fincas pertenecientes a los propietarios miembros de la junta, sin más limitaciones que las establecidas en sus estatutos. 

Podrá otorgar escrituras públicas de modificación del régimen de propiedad horizontal, tanto en lo relativo a los elementos comunes como a las fincas de uso privativo, a fin de acomodar este régimen a los resultados de las obras de rehabilitación edificatoria, y de regeneración y renovación urbanas en cuya gestión participen o que directamente lleven a cabo. 

Puede ser beneficiaria de subvenciones y otras ayudas, puede recibir avales de entidades públicas con la finalidad de obtener financiación para las obras y puede ser beneficiaria de la expropiación de partes de viviendas o locales situados en edificios de uso residencial, cuando sean indispensables para instalar servicios comunes establecidos en planes. También puede ser titular de derechos de ocupación de bienes de dominio público cuando sea indispensable para instalar servicios comunes o para la mejora del aislamiento término de los edificios, por resultar inviable, técnica o económicamente, otra solución y siempre que se respete la funcionalidad de la vía o espacio público afectado. 

A las Entidades colaboradoras en la ejecución de Planes y Proyectos de Interés General de Aragón se refiere el Capítulo VII.

La ejecución de los PIGAs podrá realizarse directa o indirectamente conforme a lo establecido en la legislación urbanística, a elección de la Administración actuante, pudiendo delimitarse ámbitos de gestión directa y de gestión indirecta en un mismo plan o proyecto de interés general de Aragón. 

Los propietarios que conjuntamente sean titulares de más del 50% de la suma de la superficie y aprovechamientos urbanísticos del ámbito delimitado para PIGA, podrán solicitar de la Administración actuante la ejecución de la actuación por el sistema de compensación, si bien la Administración no estará vinculada por esta solicitud.

Si se optara por el sistema de gestión directa por cooperación o de gestión indirecta por urbanizador, los propietarios afectados podrán constituir una asociación de cooperación o una agrupación de interés urbanístico, respectivamente, en los términos y con los efectos establecidos para cada tipo de entidad colaboradora. 

En caso de optar la Administración por el sistema de compensación para la ejecución del plan o proyecto, los propietarios deberán constituir una junta de compensación, a cuyo régimen jurídico se aplican una serie de especialidades:

a) Quien haya sido reconocido como promotor por la Administración de la C. A. tiene derecho a formar parte de la junta de compensación. 

b) El Municipio en cuyo término municipal se desarrolle, aun parcialmente, el plan o proyecto tiene derecho a designar un representante en los órganos de gobierno de la junta de compensación con voz, pero sin voto.

c) Posibilidad de que los estatutos establezcan la obligación de dar traslado a la Administración de las cuentas anuales. 

La junta de compensación podrá ser beneficiaria de los derechos de tanteo y retracto reconocidos en el artículo 39 LOTA.

También regula el reglamento la obligación de la JC de elaborar el proyecto de reparcelación para su aprobación por la C. A; proyecto en el que se identificarán las parcelas en que se materialicen las cesiones de aprovechamiento lucrativo correspondientes a la Administración de la C. A. y al municipio o municipios. 

Toda o parte de la cesión de aprovechamiento lucrativo podrá corresponder al consorcio de interés general o a la sociedad urbanística gestora del plan o proyecto de interés general de Aragón, si así se hubiera previsto en el convenio interadministrativo. Salvo pacto en contrario recogido expresamente en un convenio, el municipio no podrá disponer en forma alguna de los terrenos en los que se localice la cesión de aprovechamiento hasta que haya recibido las obras de urbanización y asumido la tutela de la entidad de conservación, en su caso. 

La recepción de las obras de urbanización tiene varias especialidades:

 a) Terminada la urbanización y recibidas las obras por la JC, serán puestas a disposición de la Administración actuante, a quien corresponde la recepción de las obras de urbanización para su posterior entrega al municipio, salvo que en un convenio interadministrativo simultáneo o posterior al plan o proyecto de interés general de Aragón, se haya pactado la recepción directa por el municipio. 

b) La recepción de las obras de urbanización por cualquier Administración pública inicia el cómputo del plazo de garantía establecido en la legislación urbanística. 

c) Las cesiones de aprovechamiento urbanístico se materializarán mediante la puesta a disposición de la Administración de la Comunidad Autónoma de las fincas de resultado, salvo que se haya establecido su sustitución por metálico. La recepción por el municipio de la obra de urbanización comportará necesariamente que la Administración de la Comunidad Autónoma deberá entregar al municipio los terrenos objeto de cesión que le correspondan, salvo que hubiera tenido lugar en un momento anterior.

d) La recepción de la obra de urbanización por el municipio y la asunción en su caso de la tutela de la entidad urbanística de conservación, permitirá a éste disponer del aprovechamiento lucrativo que le corresponda. 

La recepción de la urbanización conlleva necesariamente la asunción de la tutela de la entidad de conservación, si hubiera lugar a su constitución. 

Caso de constituir una entidad de conservación, sus estatutos podrán establecer las especialidades, que regula el propio reglamento.

Se entiende por Juntas Provisionales aquellas entidades urbanísticas colaboradoras que tienen por objeto impulsar las tramitaciones necesarias para llevar a cabo el desarrollo urbanístico del ámbito de planeamiento o unidad de ejecución respectiva. Se les posibilita el ejercicio de las funciones siguientes:

a) Formular el planeamiento derivado e instar su tramitación. 

b) Solicitar la modificación en la delimitación de una unidad de ejecución, o su supresión. 

c) Instar el cambio de la modalidad de gestión a compensación. 

d) Promover la constitución de una junta de compensación, con la formulación de la iniciativa de compensación. 

e) Formular documentos técnicos convenientes para impulsar el desarrollo del ámbito, y

g) Cualesquiera otras actuaciones urbanísticas que resulten necesarias para el impulso del desarrollo urbanístico del ámbito correspondiente. 

Pueden constituir una junta provisional los propietarios que representen más del 25 % de la suma de la superficie total y derechos aportados referidos a un sector de planeamiento derivado o unidad de ejecución. Sólo se admite una única junta provisional en cada ámbito de planeamiento y será preferente la suscrita por propietarios que representen un porcentaje mayor de la suma de la superficie total y derechos aportados o, en su defecto, la que primero hubiera tenido entrada en el registro de la Administración actuante en expediente completo. 

El reglamento regula la constitución, tramitación administrativa, disolución y reembolso de aquellos gastos que sirvan efectivamente para el desarrollo del planeamiento urbanístico del ámbito y la constitución definitiva de la JC, en cuyo caso se considerarán gastos de urbanización.

El Capítulo IX del reglamento regula el Registro de Entidades Urbanísticas Colaboradoras, régimen al que debe adaptarse el registro existente en el plazo de 3 meses (D. A. 3ª).

Finalmente, los anexos III y IV del reglamento incluyen modelos de bases de actuación y estatutos de Juntas de Compensación. 

- Decreto 211/2018, de 3 de diciembre, del Gobierno de Aragón, por el que se aprueba la Directriz Especial de Ordenación Territorial del Camino de Santiago-Camino Francés a su paso por Aragón. (BOA núm. 241, de 14 de diciembre)

Esta directriz, que tiene vigencia indefinida, sin prejuicio de la elaboración de un informe de evaluación del grado de cumplimiento de los objetivos perseguidos, tiene como ámbito de actuación las estrategias de intereses ambientales, culturales, económicos y sociales vinculados al Camino de Santiago-Camino Francés, como eje vertebrador y motor de desarrollo territorial.

Las disposiciones normativas incluidas en la directriz tienen carácter vinculante para los destinatarios, sin perjuicio de la prevalencia de las disposiciones ambientales de aplicación. Las formulaciones de carácter estratégico tienen el valor de criterios determinantes del ejercicio de las potestades públicas, con las salvedades previstas en el art. 26 de la LOTA.

Determinado el ámbito territorial de la directriz, que abarca 10 municipios de la provincia de Huesca y 6 de la provincia de Zaragoza, se efectúa un diagnóstico, con unos objetivos territoriales (entre los que se incluye el fomento de la rehabilitación y mejora de los núcleos urbanos y la compatibilidad con el planeamiento territorial, ambiental y urbanístico), y 9 estrategias, cada una de las cuales incluye un variado número de programas de actuación.

Las estrategias previstas son:

1. Estrategia sobre el Camino.

2. Estrategia para la reactivación de los núcleos urbanos. 

3. Estrategia de Dotaciones.

4. Estrategia de Actividad económica y Turismo.

5. Estrategia Medioambiental.

6. Estrategia de Movilidad y Accesibilidad.

7. Estrategia de Paisaje y Patrimonio.

8. Estrategia de Coordinación Territorial.

9. Estrategia de Participación y sensibilización.

Aunque todas ellas tienen indudable transcendencia territorial, me referiré a las numeradas como 2 y 8. Cada una de ellas indica, para cada uno de los programas, la Administración competente para la implementación de aquellos.

1. Estrategia para la reactivación de los núcleos urbanos.

Esta estrategia se desarrolla mediante la implementación de 3 programas: la implantación de actividades en los núcleos del Camino, la rehabilitación y regeneración de los núcleos del Camino y la mejora de la imagen urbana y embellecimiento de los núcleos del Camino.

a) la implantación de actividades en los núcleos del Camino

Este programase dirige a fomentar nuevas actividades en los núcleos, y a la adaptación de los existentes a los requerimientos propios de la población y los visitantes, bajo parámetros de calidad y excelencia, que contribuyan a la reactivación económica de los núcleos, impulsando la puesta en valor de los valores endógenos caracterizadores del lugar.

Se persigue, igualmente, la recualificación de su estructura urbana, promoviendo las actividades vinculadas al trazado del Camino y otras complementarias, y la identificación de las edificaciones de interés como posibles contenedores de nuevas actividades vinculadas al Camino para equipamientos, servicios y nuevos generadores de actividad.

Los objetivos y criterios de intervención son:

- Acoger nuevas actividades que completen y refuercen las existentes, entre otras las derivadas de los nuevos usos demandados por la población residente y la itinerante.

- Reactivar los usos culturales vinculados al Patrimonio histórico y cultural, así como los usos asociados a los mismos que sirven de apoyo para su mejor disfrute; con iniciativas que promuevan la incorporación de nuevas actividades dentro de la estructura urbana de los núcleos.

- Fomentar la implantación de nuevos usos en edificios con valores patrimoniales, sean catalogados o no, englobados en el ámbito delimitado, con el fin de preservar los valores arquitectónicos y ambientales de la escena urbana que configuran.

- Recuperar y rehabilitar aquellos elementos característicos del patrimonio arquitectónico de los núcleos para fortalecer la capacidad de atractivo de los recursos turísticos asociados al Camino mediante la incorporación de nuevos elementos de interés cuya activación deberá ser acometida por las instituciones públicas y privadas de los municipios implicados.

Están previstas varias acciones para la implementación de este programa:

1. Inventariado de usos y actividades para dar una cobertura integral a las necesidades de la población residente e itinerante, estableciendo pautas para su localización, cruzándolas con las existentes.

2. Definición de nuevos usos, vinculados con el ámbito de la Directriz, que contribuyan a reactivar otras actividades diversificadas complementarias a las propias del eje cultural.

3. Identificación, catalogación y puesta en valor de las edificaciones e instalaciones con valor arquitectónico y cultural, tanto en los núcleos de población como en las áreas rurales, como posibles contenedores de los nuevos usos y actividades.

4. Configurar y consolidar ejes de actividad vinculados al trazado del Camino, que promuevan un servicio integral eficaz al peregrino y a los residentes. Se establecerán recorridos temáticos tanto vinculados al turismo como para dar visibilidad a los productos locales, autónomos en cada núcleo o complementarios entre sí.

5. Fomentar un sistema de ayudas públicas para la implantación de los usos, la generación de empleo y la fijación de pymes.

b) Rehabilitación y regeneración en los núcleos del Camino

Este programa se dirige a identificar, delimitar y tratar pormenorizadamente las áreas susceptibles de acoger procesos de rehabilitación y regeneración dentro de las estructuras urbanas de los núcleos integrados en el ámbito de la Directriz.

Paralelamente a las actuaciones integrales en los conjuntos delimitados se propone la creación de programas de ayuda a los particulares y comunidades de vecinos para la rehabilitación de las viviendas y fachadas de edificios residenciales, con el fin de preservar el patrimonio arquitectónico de los núcleos que son atravesados por el Camino, que define la imagen urbana que percibe el peregrino.

Los objetivos y criterios de intervención son:

- Preservar y potenciar el valor histórico y cultural del Camino de Santiago a través de la puesta en valor de las estructuras urbanas de interés de los núcleos de población que poseen unas características específicas que hagan recomendable su reactivación y puesta en valor.

- Considerar el patrimonio de las estructuras urbanas de los municipios que atraviesa el Camino como uno de sus principales valores a proteger. 

- Mantener las constantes tipológicas de los edificios de interés, englobados en el ámbito delimitado, con el fin de preservar los valores arquitectónicos y ambientales de la escena urbana que configuran.

- Recuperar y rehabilitar los elementos característicos de los núcleos para fortalecer la capacidad de atractivo de los recursos turísticos asociados al Camino, cuya activación deberá ser acometida por las instituciones públicas y privadas de los municipios implicados.

- Poner en valor la escena urbana incidiendo en la rehabilitación de viviendas y fachadas y la regeneración que incorpora el tratamiento del espacio público a ella asociada.

- Incidir en la mejora de la calidad de vida y la calidad residencial de los habitantes de los municipios

Las acciones propuestas son:

1. Delimitación de ámbitos susceptibles de acoger procesos de Rehabilitación y Regeneración urbanas que contribuyan a la mejora y revitalización de las estructuras urbanas de los núcleos.

2. Elaboración de propuestas de intervención de elementos catalogados que requieran obras de rehabilitación o acondicionamiento, para la implantación prioritaria de usos dotacionales, asistenciales o de hostelería.

3. Creación de recorridos de interés arquitectónico y cultural, asociados a las edificaciones e instalaciones revalorizadas, incorporándolos al Camino como recorridos alternativos y, o complementarios, señalando los elementos más valiosos.

4. Creación de un programa de ayudas para la preservación y rehabilitación de las edificaciones identificadas.

2. Estrategia de coordinación territorial

Esta estrategia se divide en 4 programas: concertación interadministrativa, adecuación del planeamiento urbanístico al Camino, conexión transfronteriza y coordinación interdepartamental.

a) Concertación interadministrativa

Su objeto es promover la concertación entre Administraciones cuya competencia esté vinculada al desarrollo del Camino y a las estructuras territoriales y urbanas contenidas en el ámbito de la Directriz, que contribuya a garantizar la compatibilización y complementariedad de las disposiciones establecidas en otros instrumentos de ordenación territorial que tengan incidencia en el ámbito delimitado por esta Directriz.

Los objetivos y criterios de intervención son los siguientes:

- Coordinación entre las Administraciones implicadas en la regulación de las actividades que se desarrollan vinculadas al Camino de Santiago, de forma que su desarrollo se realice sin tensiones complementándose desde lo específico de cada Administración.

- Colaboración con la Comunidad autónoma de Navarra para la puesta en valor conjunta del Camino de Santiago, enfatizando la necesaria complementariedad de las actuaciones.

- Establecimiento de acuerdos marco con otras Comunidades autónomas por dónde discurre el Camino de Santiago.

Estos objetivos pueden conseguirse a través de la implementación de las acciones siguientes:

1. Instrumentar y coordinar acuerdos marco entre Administraciones que aseguren la correcta vinculación entre las actuaciones sobre el Camino que acomete cada una de ellas. 

2. Acondicionamiento conjunto del tramo del Camino entre Undués de Lerda y Sangüesa.

b) Adecuación del planeamiento urbanístico en el Camino.
Este programa persigue la adecuación y compatibilidad del planeamiento urbanístico municipal de los municipios incluidos en el ámbito de la Directriz; con el objeto de que no existan conflictos entre las determinaciones territoriales de la Directriz y los correspondientes instrumentos de planeamiento, así como impulsar la redacción de instrumentos de planeamiento en aquellos municipios que carecen de él.

Plantea la creación de mecanismos de colaboración entre el Gobierno de Aragón y aquellos municipios incluidos en el ámbito de la Directriz en los que sea aconsejable modificar su planeamiento municipal para adaptarlo al planeamiento territorial.

Son objetivos y criterios de intervención los siguientes:

- Formulación de criterios a considerar en los trabajos de revisión o adaptación del planeamiento urbanístico de los municipios al contenido en la Directriz y elaboración de medidas que garanticen que las actuaciones y usos a implantar en el suelo no urbanizable no provoquen impactos negativos en los aspectos perceptuales señalados en el correspondiente programa de paisaje.

- Regular la ordenación urbanística de los municipios que son atravesados por el Camino de Santiago según criterios homogéneos, en perfecta imbricación con los criterios y objetivos de la Directriz.

- Integrar en el planeamiento municipal específico de cada municipio las determinaciones que con carácter vinculante u orientativo establece la Directriz para la redacción de planeamiento urbanístico, con posterioridad a su entrada en vigor.

Para alcanzar estos objetivos se prevén las acciones siguientes:

1. Evaluación del planeamiento municipal vigente para la identificación de posibles puntos de conflicto con respecto a las especificaciones del planeamiento territorial.

2. Elaboración de un documento de planeamiento de aplicación subsidiaria en los municipios que carezcan de planeamiento municipal.

3. Asesoramiento a los municipios que carezcan de capacidad técnica suficiente para la formulación del documento de planeamiento.

4. Información y asesoramiento a los Ayuntamientos sobre los puntos de conflicto entre las determinaciones del planeamiento municipal y la Directriz. Establecimiento de criterios y líneas de acción para su adaptación.

5. Creación de ayudas para municipios sin planeamiento que deseen poner en marcha la redacción de su Planeamiento urbanístico municipal tomando como punto de partida las determinaciones establecidas en la Directriz.

c) Conexión transfronteriza.
El objetivo no es otro que el establecimiento de nexos funcionales con Francia y con la Comunidad Foral de Navarra, abarcando acuerdos de cooperación en cuanto al tratamiento, señalización y fijación de hitos (referentes para la acogida y distribución de peregrinos), enclaves equivalentes interrelacionados (entrada y salida) y promoción de actividades compartidas por las diferentes Administraciones.

Los objetivos y criterios de intervención son:

- Colaboración con la Comunidad Foral de Navarra y Francia para la puesta en valor conjunta del Camino de Santiago, enfatizando la necesaria complementariedad de las actuaciones.

- Coordinar e impulsar actividades conjuntas tomando como eje el Camino, de forma que se aprovechen las sinergias que se generen desde una Comunidad o País hacia otras.

- Coordinar las conexiones con los trazados alternativos o caminos existentes en la Comunidad Foral de Navarra.

Las acciones previstas para poner en marcha este programa son:

1. Establecimiento de acuerdos marco con otras Comunidades autónomas por dónde discurre el Camino de Santiago, que abarquen temas como la intensificación de rutas complementarias, redes dotacionales, etc.

2. Convenios de colaboración con los municipios fronterizos (Francia) sobre promoción turística.

- Decreto 223/2018, de 18 de diciembre, del Gobierno de Aragón, por el que se regula el Plan Aragonés de Vivienda 2018-2021. (BOA núm. 244, de 19 de diciembre)

Como dispone tanto la exposición de motivos como el artículo 1.2, este decreto incorpora al ordenamiento jurídico de la C. A. de Aragón el Plan Estatal de Vivienda 2018-2021, aprobado por el Real Decreto 106/2018, de 9 de marzo, del que se dio cumplida cuenta en el informe de noviembre de 2018 de la Fundación Sainz de Varanda.

Todo ello, sin perjuicio de las características específicas previstas en el decreto.

Dado que las especialidades del decreto aragonés no son significativas, nos remitimos a lo dicho respecto del Plan Estatal.

M) COMUNIDAD FORAL DE NAVARRA

- Ley Foral 28/2018, de 26 de diciembre, sobre el derecho subjetivo a la vivienda en Navarra (BON núm. 250, de 31 de diciembre).

El Preámbulo de la LF vincula el derecho humano a una vivienda adecuada con el disfrute de todos los demás derechos económicos, sociales y culturales del individuo y lo conecta con los presupuestos del Estado social y justifica que “sin vivienda no hay ciudadanía, y sin ciudadanía no hay sociedad ni, valga la redundancia, Estado social alguno”. Añade que en el Estado social en el que vivimos “debe plantearse hoy si es necesario y pertinente constituir el derecho a la vivienda como otro pilar importante de nuestra sociedad, equiparable a otros derechos hoy incuestionables y en su momento discutidos: educación, sanidad, pensiones o dependencia. Esta ley foral realiza una apuesta valiente y decidida en sentido afirmativo, e intenta colocar el derecho a la vivienda en un lugar fundamental y principal del conjunto de las políticas públicas”. Reconoce que la LF “abre un camino incierto, pero absolutamente necesario y atrevido, y reconoce, de forma explícita y con carácter de reclamable ante las Administraciones Públicas, el derecho subjetivo a una vivienda digna y adecuada para cualquier persona con vecindad administrativa en la Comunidad Foral de Navarra”.

Está prevista una prestación económica para satisfacer la necesidad de vivienda, que se configura “como un impuesto sobre la renta negativo mediante una deducción en la cuota diferencial”; prestación con dos modalidades: una, temporal, dirigida a jóvenes y vinculada a la necesidad de alcanzar la emancipación, y otra, permanente, vinculada a la insuficiencia de recursos económicos para financiar el acceso a una vivienda. 

La LF contempla un calendario gradual del reconocimiento del derecho, en función de la suficiente dotación de los recursos económicos, materiales y organizativos necesarios, si bien se recoge una implantación muy ambiciosa desde el primer momento desde su entrada en vigor.

También reconoce que la función social de la vivienda no sólo incorpora derechos sino también obligaciones, como son:

- la imposibilidad de destinar las viviendas protegidas a alquiler turístico. 

- la necesidad de mantener y cuidar el parque residencial ya existente, favoreciendo la rehabilitación a la construcción. 

- la extensión de la obligación del Informe de Evaluación de los Edificios a las viviendas unifamiliares, estableciendo un calendario gradual de cumplimiento de esa nueva obligación. En concreto, las de más de 100 años deben emitir el referido informe a lo largo de 2019.

- la renovación de las cédulas de habitabilidad de las viviendas, que pasa a considerarse infracción su no renovación sólo en el caso de las personas jurídicas.

Otro objetivo de la función social de la vivienda es impedir que existan viviendas deshabitadas. Por esta razón, la LF aclara los conceptos de vivienda de esparcimiento y recreo, simplifica el procedimiento para declarar las viviendas deshabitadas introduciendo además como medidas de fomento las encaminadas a lograr la rehabilitación protegida de las viviendas, e integra el Registro de Viviendas Deshabitadas en el existente Registro de Viviendas. 

Para facilitar el ejercicio del derecho de adquisición preferente que ostenta la Administración de la CFN en el caso de transmisión de viviendas protegidas, se faculta la designación de un demandante de vivienda como potencial comprador, cuando así lo estime necesario el departamento competente en materia de vivienda, sea por necesidades de mercado, sea para evitar la posible percepción de sobreprecios.

Además, el Preámbulo reconoce que la titularidad de una vivienda protegida debe concretar esa protección en beneficios y prerrogativas por encima de las existentes en el mercado libre, uno de los cuales es la dificultad para sufrir ejecuciones hipotecarias en los casos en los que, además de perder su vivienda protegida, la persona o unidad familiar titular de la vivienda siga soportando una deuda. Sólo en el caso de adquisición de la vivienda mediante dación en pago tendrá derecho el nuevo titular a volver a transmitir la vivienda protegida por el precio máximo fijado con carácter general. En otro caso, su precio máximo se verá reducido en un 50%.

Igualmente, se introducen dos novedades importantes para una mejor gestión y regulación de las políticas en materia de vivienda: 

a) La necesidad de disponer de instrumentos de planificación y graduación de las ayudas de rehabilitación en función de las necesidades, edificatorias, económicas y sociales, de las distintas zonas de Navarra, con el objetivo de construir un mapa de zonas vulnerables que sirva de futura guía a las políticas públicas.

b) La sustitución del Indicador Público de Renta de Efectos Múltiples (IPREM)por el nuevo indicador de Suficiencia Adquisitiva por Renta Adecuada (SARA), que pasa a ser un indicador basado en datos objetivos de la economía navarra.

OTRAS COMUNIDADES AUTÓNOMAS:

E) PRINCIPADO DE ASTURIAS

- Decreto 73/2018, de 5 de diciembre, por el que se aprueban las normas de habitabilidad en viviendas y edificios destinados a viviendas en el Principado de Asturias (BOPA núm. 290, de 17 de diciembre).

Este decreto pretende atender a la evolución última del sector, que supone la creciente incorporación de la rehabilitación edificatoria al mercado, respecto de la que existía un vacío normativo, porque la normativa de habitabilidad y las normas de diseño se referían exclusivamente a la obra nueva.

Trata de aclarar la regulación sobre cédula de habitabilidad, porque existían dos títulos jurídicos (licencia de primera ocupación y cédula de habitabilidad), con la misma finalidad, cual es comprobar que las viviendas reúnen las condiciones físicas y técnicas necesarias para servir al uso al que están destinadas. Se trata de evitar la duplicidad.

Se suprime la cédula de habitabilidad de primera ocupación, por lo que el otorgamiento de las licencias municipales requerirá, exclusivamente, que el proyecto y su ejecución cumplan las normas de habitabilidad, que son las que regulan los anexos del decreto. 

Queda la autorización de ocupación y utilización municipal como habilitación administrativa para el uso de un inmueble como vivienda. Solo los casos en los que dicha licencia no procede, como es el caso de las segundas y posteriores ocupaciones, la Comunidad Autónoma seguirá emitiendo las correspondientes cédulas de habitabilidad.

Igualmente se adapta la normativa al principio de accesibilidad universal del Real Decreto Legislativo 1/2013, de 29 de noviembre, que aprueba el texto refundido de la Ley General de derechos de las personas con discapacidad y su inclusión social; todo ello con la finalidad de adaptar el parque edificatorio en la medida de lo posible a unos estándares de accesibilidad que permitan un uso adecuado de los edificios, porque la accesibilidad debe ser para “todas las personas” (accesibilidad universal).

La regulación atiende a las nuevas formas de habitación, como las viviendas y alojamientos turísticos, los alojamientos dotacionales y las viviendas colaborativas. 

También se preocupa de regular la intervención en el parque edificatorio construido. 

Como indica su art. 2, las normas de habitabilidad del decreto se aplicarán a:

1. toda vivienda ubicada en el territorio del Principado independientemente del régimen de propiedad y uso, tanto libres como las que cuenten con algún tipo de protección. 

2. viviendas de nueva planta. 

3. obras de intervención en vivienda ya existente en todo aquello que sea compatible con la naturaleza de la intervención y, en su caso, con el grado de protección que pueda tener el edificio. 

4. los cambios de otros usos a uso vivienda. 

5. las viviendas y alojamientos de uso turístico, a los alojamientos dotacionales y a las viviendas colaborativas de acuerdo con la normativa sectorial o de aplicación de cada caso. 2

Toda referencia a vivienda se entenderá tanto para viviendas como para edificios de viviendas. 

Se entiende por normas de habitabilidad las condiciones que debe reunir toda vivienda o edificio de viviendas con el fin de que puedan ser ocupadas como alojamientos de personas. 

El Anexo I regula las normas de habitabilidad en obra nueva y se divide en 3 capítulos: el edificio, la vivienda y las áreas complementarias.

El Anexo II regula las normas de habitabilidad en intervenciones en viviendas o edificios ya existentes y se divide en 2 capítulos: el edificio y la vivienda.

Las condiciones señaladas en este decreto vinculan a los instrumentos de ordenación urbanística, que deberán incorporarlas en lo relativo al diseño de la vivienda y su habitabilidad. Esta incorporación condicionará la aprobación de los mismos por el órgano competente del Principado. En caso de discrepancias entre lo establecido en el presente decreto y los instrumentos de planeamiento, prevalecerá aquél. 

Las empresas suministradoras de los servicios de agua, gas, electricidad, telefonía y otros análogos, no podrán formalizar ningún contrato definitivo de suministro para viviendas que vayan a ser objeto de primera ocupación o de modificación en su uso, que no cuenten con la preceptiva licencia municipal para tales conceptos o justifique su exención. Para las viviendas de protección oficial bastará la presentación de la cédula de calificación definitiva.

F) CANTABRIA

- Ley de Cantabria 11/2018, de 21 de diciembre, Medidas Fiscales y Administrativas (BOCANT EXTRAORDINARIO núm. 40, de 28 de diciembre).

El artículo 25 de la Ley de medidas modifica la Ley de Cantabria 5/2014, de 26 de diciembre, de Vivienda Protegida de Cantabria.

En primer lugar, modifica el plazo del ejercicio del derecho de tanteo, que es de cuatro meses desde que el órgano competente en materia de vivienda notifique al vendedor su intención de ejercitarlo y, en todo caso, en el plazo de seis meses desde que se solicite la autorización de transmisión o se tenga conocimiento fehaciente de la realización de la transmisión de la vivienda.

Se incorpora una nueva D. A. 13ª sobre ‘Preferencia en los procedimientos de adjudicación de viviendas de promoción pública entregadas mediante contratos de compraventa con pago aplazado’, de tal manera que, excepcionalmente, no será necesaria la tramitación del procedimiento de selección de adjudicatarios de viviendas protegidas previsto en el artículo 20.2 de la Ley en el caso de unidades familiares que, en virtud de acuerdo privado con los adjudicatarios de una vivienda protegida de promoción pública entregada originalmente mediante contrato de compraventa con pago aplazado, vengan residiendo en lugar de dichos adjudicatarios de manera pacífica e ininterrumpida, en cuyo caso estas unidades familiares tendrán derecho preferente a optar, previo expediente de resolución el contrato de compraventa con sus iniciales adjudicatarios, a la adquisición de estas viviendas, bajo la condición de que se subroguen en la obligación de abonar el precio que conste pendiente de pago según el contrato de compraventa inicial.

Son requisitos imprescindibles para la aplicación de esta disposición adicional que los poseedores de estas viviendas hayan residido de forma habitual y permanente en la vivienda; que lo hayan hecho de forma ininterrumpida, al menos, desde el 30 de diciembre de 2014; y que hayan cumplido de forma acreditada ante la Administración de la Comunidad Autónoma de Cantabria con las obligaciones económicas y formales que la regulación de las viviendas de promoción pública atribuye a los adjudicatarios.

Asimismo, se modifica la D. T. 3ª de la Ley de Vivienda relativa al valor del terreno acogido al ámbito de protección.

H) REGIÓN DE MURCIA

- Ley 10/2018, de 9 de noviembre, de Aceleración de la Transformación del Modelo Económico Regional para la Generación de Empleo Estable de Calidad. (BORM núm. 260, de 10 de noviembre).

Esta Ley introduce medidas de diverso calado con el fin de agilizar y simplificar los trámites administrativos. El Título Segundo incluye medidas sobre intervención urbanística y medio ambiental, con sendas modificaciones de la Ley 13/2015, de 30 de marzo, de ordenación territorial y urbanística de la Región de Murcia y la Ley 4/2009, de 14 de mayo, de protección ambiental integrada de la Región de Murcia.

En el primer caso, se adecua la regulación de los instrumentos de ordenación del territorio con el fin de poder materializar las políticas sectoriales de empleo de interés regional y, en general, el fomento de la actividad económica. 

Se aclaran determinados conceptos relativos a usos y obras provisionales.

Se unifica el plazo de adaptación a la Ley 13/2015, de 30 de marzo, de ordenación territorial y urbanística de la Región de Murcia, fijándolo en seis años para la aprobación inicial del nuevo planeamiento general, y se establece la posibilidad de que, por causa justificada, el citado plazo pueda prorrogarse, caso de que para un determinado municipio esta adaptación entrañe especial complejidad.

Por lo que respecta a la Ley 4/2009, de Protección Ambiental Integrada, las modificaciones se encaminan a simplificar el control ambiental de actividades que están sujetas a autorización ambiental integrada o autorizaciones sectoriales.

Con el fin de evitar duplicidades, cuando resulte exigible una autorización ambiental integrada no será preciso que el ayuntamiento conceda licencia municipal a la actividad, pues su intervención en el procedimiento de autorización ambiental integrada ya le permite establecer las condiciones de ejercicio de la actividad en el ámbito de sus competencias, incluido el urbanístico.

Se produce una simplificación generalizada en la tramitación ambiental de actividades, evitando la duplicidad en una misma autorización entre la Administración regional y local. En esta misma línea, se regula la solicitud de informes facultativos, siempre motivada, a través de la puesta a disposición del expediente en una plataforma telemática, debiendo entenderse que si la administración consultada no emite su informe en el plazo requerido es que ha considerado que los valores protegidos no se encuentran afectados.

En materia de espectáculos públicos, se modifica el sentido del silencio para que, transcurrido el plazo sin tener resolución expresa, se entienda denegada dicha autorización en el caso de que concurran razones imperiosas de interés general de orden público, seguridad pública, protección civil, salud pública, protección de los consumidores, de los destinatarios de los servicios y de los trabajadores, protección del medio ambiente y del entorno urbano, así como de conservación del patrimonio histórico y artístico.

Se aclara y diferencia competencialmente las fases de instrucción y resolución de la comisión de infracciones recogidas en la Ley 9/2016, de 2 de junio, de Medidas Urgentes en Materia de Espectáculos Públicos en la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia, para que la regulación sea acorde al procedimiento de naturaleza sancionadora.

I) COMUNIDAD VALENCIANA

- Ley 27/2018, de 27 de diciembre, de medidas fiscales, de gestión administrativa y financiera y de organización de la Generalitat. (DOGV núm. 8453, de 28 de diciembre).

A diferencia de la regulación anterior, que preveía el ejercicio del derecho de tanteo y retracto como una posibilidad de la Generalitat, en la nueva regulación somete las segundas y sucesivas transmisiones inter vivos, gratuitas u onerosas, voluntarias o derivadas de un procedimiento de ejecución patrimonial, de las viviendas y sus anejos de promoción pública o bajo cualquier régimen de protección pública, a los derechos de tanteo y retracto legal en favor de la Generalitat durante el periodo de vigencia del régimen de protección que corresponda. La Generalitat ejercitará estos derechos con cargo a sus presupuestos y en el supuesto de las viviendas de promoción pública y sus anejos lo hará a través de la Entidad Valenciana de Vivienda y Suelo.

La administración ostentará los derechos de tanteo y retracto respecto de las transmisiones efectuadas durante todo el período de vigencia del régimen de protección que corresponda a contar desde la calificación definitiva.

También se modifica el ejercicio del derecho de tanteo y el procedimiento para el ejercicio del derecho de retracto.

Finalmente, se añade un apartado cuarto al artículo 2, sobre el derecho a disfrutar de una vivienda asequible, digna y adecuada, por el que el Consell, las entidades locales y demás instituciones públicas con competencias en materia de vivienda garantizarán el acceso a una vivienda a las mujeres, hijos e hijas supervivientes de la violencia machista, considerando esta situación como prioritaria, debiendo garantizarse este destino en una proporción no inferior al 10 por ciento del parque público de vivienda en su conjunto.

El art. 84 de la Ley de medidas modifica la D.T. 11ª de la Ley 5/2014, de 25 de julio, de la Generalitat, de ordenación del territorio, urbanismo y paisaje de la Comunitat Valenciana, por la que, a partir de la entrada en vigor de la presente ley, el cómputo de los plazos para advertir a la administración competente para que presente la hoja de aprecio correspondiente y para que se dirija al jurado provincial de expropiación para fijar el precio justo establecido en el artículo 104.1 y 104.2 de la Ley 512014, de 25 de julio, de la Generalitat, de ordenación del territorio, urbanismo y paisaje de la Comunitat Valenciana, quedan suspendidos hasta el 31 de diciembre de 2020. Esta suspensión de plazo no afecta a las reservas de aprovechamiento ni a ningún caso en el que la administración ya haya obtenido y ocupado los terrenos.

K) CASTILLA LA MANCHA

- Decreto 86/2018, de 20 de noviembre, de medidas para facilitar la actividad urbanística de la ciudadanía y los pequeños municipios. (DOCLM núm. 234, de 30 de noviembre).

Este decreto efectúa modificaciones puntuales en los siguientes decretos autonómicos: el Reglamento de suelo rústico aprobado por Decreto 242/2004, el Reglamento de Planeamiento, aprobado por Decreto 248/2004, el Decreto 235/2010, de regulación de competencias y de fomento de la transparencia en la actividad urbanística de la Junta de Comunidades de Castilla-La Mancha y el Reglamento de la actividad de ejecución, aprobado por Decreto 29/2011.

Por lo que respecta al Decreto 242/2004, de 27 de julio, por el que se aprueba el Reglamento de Suelo Rústico, las modificaciones afectan a:

- la regulación del concepto de riesgo de formación de núcleo de población. Se considera que existe riesgo de formación cuando se proponga la edificación a menos de 200 metros del límite del suelo urbano y urbanizable. En este caso se excepciona a las edificaciones aisladas de suministro de carburantes, la ampliación de actividades y construcciones existentes, salvo las de carácter residencial; en todo caso, en los municipios de menos de 1.000 habitantes y en los de más de 1.000 habitantes, cuando cuenten con uno o más núcleos de población.

-  los supuestos en los que cabe entender implícita la calificación urbanística 

- las medidas de reforestación a realizar en actuaciones promovidas en suelo rústico. 

- adecua el régimen de protecciones sectoriales en suelo rústico no urbanizable de especial protección a la legislación vigente.

La modificación del Decreto 248/2004, de 14 de septiembre, por el que se aprueba el Reglamento de Planeamiento, se caracteriza por:

- flexibilizar para los municipios de menor tamaño las exigencias sobre reservas dotacionales, fomentando a la vez la preservación de sus espacios con relevantes valores naturales o culturales. 

- reforzar la definición de zonas verdes mediante la inclusión en este concepto de las áreas saludables de ejercicios, los bulevares y parques lineales y las pantallas verdes en ámbitos de uso industrial, donde además se exigirá que el arbolado se realice mediante la plantación de especies que contribuyan a la fijación de CO2. 

- modificar el concepto de Planes Especiales para adecuarlo con precisión a la definición que proporciona el texto refundido de la Ley de Ordenación del Territorio y de la Actividad Urbanística. 

- posibilitar que los municipios que carecen de planeamiento general que ordene sus territorios, atiendan ciertas demandas de edificación tanto en el suelo rústico como en la trama urbana de sus núcleos de población, para lo que se modifica la Disposición Transitoria Primera de la norma ‘Regulación del suelo en municipios sin planeamiento urbanístico’.

Por lo que atañe al Decreto 235/2010, de 30 de noviembre, de regulación de competencias y de fomento de la transparencia en la actividad urbanística de la Junta de Comunidades de Castilla-La Mancha introduce modificaciones en la composición y régimen de atribuciones de las Comisiones Ordenación del Territorio y Urbanismo.

Finalmente, las innovaciones introducidas en el Reglamento de la Actividad de Ejecución establecen un plazo máximo de resolución de 8 meses en los procedimientos de resolución de la adjudicación de Programas de Actuación Urbanizadora de acuerdo con el previsto en la Ley 9/2017, de Contratos del Sector Público, para los expedientes de resolución contractual, 

Además, se introduce la figura de la reversión de la reparcelación en los supuestos en los que la ejecución de las obras de urbanización ha quedado interrumpida o no se ha iniciado, propugnando, respecto a estas últimas el retorno a su situación de origen.

En materia de disciplina urbanística las novedades afectan a la documentación a aportar en las licencias de obras, segregación y parcelación, adecuando la normativa urbanística a las últimas novedades de la reforma de la Ley Hipotecaria, Ley 13/2015.

L) ISLAS CANARIAS

- Ley 4/2018, de 30 de noviembre, de medidas fiscales para mejorar el acceso a la vivienda en Canarias. (BOC núm. 235, de 4 de diciembre).

Después de reconocer los problemas estructurales que caracteriza a la economía canaria, a lo que se añade el encarecimiento del precio de la vivienda, no sólo en venta sino también en alquiler, la Ley introduce una serie de medidas para favorecer el acceso de los canarios a la vivienda.

La mayor parte de ellas son medidas fiscales, al modificar la deducción por inversión en vivienda habitual y deducción por alquiler de vivienda habitual e introducir las deducciones por arrendamiento de vivienda habitual vinculado a determinadas operaciones de dación en pago, deducción por arrendamiento a precios de sostenibilidad social y la deducción autonómica por gastos en primas de seguros de crédito para cubrir impagos de rentas de arrendamientos de vivienda.

También introduce modificaciones en el tipo de gravamen general aplicable en las transmisiones patrimoniales onerosas y en el reducido en la adquisición de vivienda habitual por familias numerosas, por personas con discapacidad o por familiar monoparentales.

También se modifica la Ley 2/2003, de 30 de enero, de Vivienda de Canarias en un aspecto muy concreto, la posibilidad de que sean calificadas como viviendas protegidas las resultantes de actuaciones públicas de sustitución de viviendas, remitiendo a desarrollo reglamentaria las condiciones de acceso y su régimen jurídico-

- Ley 7/2018, de 28 de diciembre, de Presupuestos Generales de la Comunidad Autónoma de Canarias para 2019. (BOC núm. 252, de 31 de diciembre).

La Disposición Adicional Décima primera modifica la Ley 2/2003, de 30 de enero, de vivienda de Canarias y crea una nueva Disposición Adicional Décimo novena, relativa al derecho al alojamiento, en los términos siguientes:

“El derecho al realojamiento y, en su caso, el justiprecio, de los afectados por actuaciones de rehabilitación o reposición de viviendas y locales que estén o hubieran estado anteriormente como viviendas protegidas que se desarrollen en actuaciones públicas por expropiación, se rige por lo dispuesto en la legislación básica estatal, con las siguientes especialidades:

a) En la primera transmisión que deba realizar el sujeto obligado a hacer efectivo el derecho de realojamiento, sólo se exigirá que la persona adjudicataria tenga reconocido el derecho a realojamiento, sin que le sean exigibles los requisitos generales de acceso a viviendas protegidas, ni tampoco sea aplicable el procedimiento ordinario de adjudicación, salvo la obligación de destinarla a domicilio habitual.

b) En el caso de afectados que no tuvieran el derecho al realojamiento, el justiprecio a que tuvieran derecho podrá ser sustituido por la entrega de una vivienda, en las mismas condiciones establecidas en el párrafo anterior, siempre que la destine a domicilio habitual. En el caso de ser titulares de dos o más viviendas, el justiprecio que le corresponda podrá percibirlo en el equivalente a viviendas protegidas en régimen de arrendamiento. En todo caso, esta modalidad de pago de justiprecio en especie solo será aplicable una vez hecho efectivo el derecho de realojamiento.

c) En el caso de afectados que dispongan de locales, el justiprecio a que tuvieran derecho podrá ser sustituido por la entrega de una superficie equivalente a la que ha sido objeto de expropiación, no pudiendo disponer de los mismos para su venta hasta trascurridos 10 años desde su entrega, salvo su destino a arrendamiento por el mismo periodo y a los precios máximos tasados conforme a los establecidos para las viviendas protegidas”

- Decreto 181/2018, de 26 de diciembre, por el que se aprueba el Reglamento de Planeamiento de Canarias. (BOC núm. 5, de 9 de enero).

Contiene en 116 artículos y se divide en 6 títulos:

· Título I: Disposiciones Generales, 

Regula los principios y clases de ordenación, participación ciudadana y derecho a la información, la cooperación y colaboración interadministrativa y los trámites comunes de la elaboración de los instrumentos de ordenación sometidos a evaluación ambiental estratégica ordinaria.

· Título II: Instrumentos de ordenación general de los recursos naturales y del territorio.

En este título se incluye la regulación de las Directrices de Ordenación y los Planes Insulares de Ordenación.

· Título III: Planes y normas de espacios naturales protegidos y Red Natura 2000.

Regula el contenido, alcance, determinaciones y documentación de estos planes y su procedimiento de tramitación.

· Título IV: Planificación territorial.

Este título desarrolla el contenido, documentación y procedimiento de tramitación de los planes territoriales de ordenación y los proyectos de interés insular o autonómico. 

· Título V: Instrumentos de ordenación urbanística.

Se divide en cinco capítulos:

Capítulo I, disposiciones generales, se refiere a los niveles de ordenación urbanística, estándares en suelo urbano no consolidado y urbanizable, límites da la potestad de planeamiento urbanístico, y desarrolla cada uno de los documentos necesarios, incluido el informe de sostenibilidad financiera y ambiental.

Capitulo II, Normas técnicas de planeamiento urbanístico.

Capítulo III. Planes generales de ordenación.

Capitulo IV, Instrumentos urbanísticos de desarrollo (planes parciales y planes especiales).

Capítulo V, Instrumentos complementarios (estudios de detalle, catálogos de protección y ordenanzas)

· Título VI. Cuestiones comunes.

En este título se regula la legitimación (personas interesadas y administraciones públicas afectadas), las comunicaciones (notificaciones y publicaciones), la suspensión de la tramitación de instrumentos de ordenación y de licencias, la eficacia y vigencia, la alteración de los instrumentos de ordenación y la evaluación ambiental.

El Anexo de reglamento se refiere al contenido, criterios y metodología de la evaluación ambiental estratégica.

- Decreto 182/2018, de 26 de diciembre, por el que se aprueba el Reglamento de Intervención y Protección de la Legalidad Urbanística de Canarias. (BOC núm. 5, de 9 de enero).

Contiene en 56 artículos y se divide en 4 títulos:

· Título Preliminar: Disposiciones Generales, 

En este título se incluye el derecho a conocer y recibir asesoramiento sobre el régimen urbanístico y de intervención aplicable.

· Título I: De la intervención a través de actos autorizatorios y comunicaciones previas, que se divide en tres capítulos:

Capítulo I, régimen general de las licencias urbanísticas.

Capitulo II, regímenes especiales (obras y usos provisionales, parcelaciones, segregaciones, complejos inmobiliarios, actos y usos en suelo rústico)

Capítulo III. De las comunicaciones previas (las potestades de comprobación y de restablecimiento de la legalidad).

· Título II: De la protección de la legalidad urbanística.

Regula en sendos capítulos la coordinación interadministrativa en el ejercicio de las potestades de protección y el restablecimiento de la legalidad urbanística.

· Título III: Intervención mediante órdenes de ejecución sobre seguridad, salubridad, protección y ornato de inmuebles.

Este decreto, que entra en vigor al mes de su publicación, obliga a la adaptación de las ordenanzas municipales en el plazo de 6 meses desde su entrada en vigor.

- Decreto 183/2018, de 26 de diciembre, por el que se aprueba el Reglamento de Gestión y Ejecución del Planeamiento de Canarias. (BOC núm. 5, de 9 de enero).

Como los otros dos reglamentos, éste también entra en vigor al mes de su publicación en el Boletín Oficial de Canarias. Es el más extenso de los tres, con un total de 170 artículos y se divide en 6 títulos, a razón de:

· Título Preliminar: Generalidades de la gestión y ejecución del planeamiento. 

Este título preliminar está dividido en cinco capítulos:

El primero se refiere a la actividad de la gestión y ejecución del planeamiento (principios de la actividad de gestión y ejecución, los sujetos legitimados para ejercerla, la intervención de la Administración en el proceso, las actuaciones para la gestión y ejecución del planeamiento, la organización temporal y los efectos del transcurso de los plazos máximos).

El segundo regula las modalidades de la actividad de gestión (gerencias de urbanismo, sociedades mercantiles públicas o mixtas de objeto urbanístico, la actividad pública en régimen de cooperación, los consorcios urbanísticos y participación privada en la actividad pública de gestión).

El tercero trata de las actuaciones de gestión urbanística (las unidades de actuación, condiciones para su desarrollo, requisitos de delimitación, división y alteración de las unidades de actuación, efectos de la inclusión de terrenos en unidades de actuación, cambio de sistema).

El cuarto capítulo regula la reparcelación y los instrumentos de gestión urbanística, entre los que incluye, también, los convenios urbanísticos.

El quinto capítulo se refiere a los instrumentos de ejecución material del planeamiento, esto es, los proyectos de urbanización y de ejecución de sistemas.

· Título I: Ejecución de la ordenación pormenorizada.

Es el grueso del reglamento y se divide, a su vez, en otros cinco capítulos:

Capítulo I, De la ejecución de las actuaciones de nueva urbanización. Distingue tres sistemas de ejecución privada (sistema de concierto, sistema de compensación y sistema de ejecución empresarial) y tres sistemas de ejecución pública (sistema de cooperación, sistema de expropiación y sistema de ejecución forzosa)

Capitulo II, De la ejecución de las actuaciones sobre el medio urbano.

Capítulo III. De la ejecución de las actuaciones sobre asentamientos rurales.

Capítulo IV. De las entidades urbanísticas colaboradoras.

Capítulo V. De la recepción y conservación de la urbanización.

· Título II: Ejecución de sistemas generales y expropiación urbanística de otras actuaciones públicas.

· Título III: Patrimonio público de suelo.

· Título IV. Actuaciones edificatorias.

N) EXTREMADURA

- Ley 11/2018, de 21 de diciembre, de ordenación territorial y urbanística sostenibles de Extremadura. (DOE núm. 250, de 27 de diciembre).

La exposición de motivos de la Ley reconoce que no se trata simplemente una Ley del suelo, “lo es también del subsuelo, del vuelo y del cielo de una Extremadura sostenible”. Pretende encontrar un equilibrio entre lo rural y lo urbano. Por ello, la Junta de Extremadura ha decidido emprender la transición hacia un referente propio de una economía verde y circular extremeña, que configure un nuevo modelo productivo regional.

Reconoce como fortalezas las “ligadas a nuestros recursos naturales y nuestra especial situación en relación con los graves problemas a los que se enfrenta la humanidad, como son el cambio climático, la pérdida de biodiversidad, la escasez de agua y alimentos de calidad o la imperiosa necesidad de buscar fuentes alternativas de producción de energías. En este sentido, es importante destacar los acuerdos de la Unión Europea acerca de la economía verde y circular, cuyos principios se incorporan a esta ley, resolviendo en gran medida la ecuación entre lo rural y lo urbano de forma equilibrada y sostenible”. La ley pretende también “reforzar la protección del cielo nocturno a través de la contención de dicha contaminación lumínica”.

Se alinea con los objetivos 2020 contra el cambio climático.

Con el objetivo de construir ciudades y asentamientos humanos inclusivos, seguros y sostenibles, el art. 10 regula los criterios de ordenación sostenible, a los que haremos referencia más adelante. 

El diseño tiene en cuenta la perspectiva de género. Se da especial importancia a los estudios de movilidad. 

Igualmente, la Exposición de motivos afirma que la propia denominación de la Ley es una declaración de intenciones. “Su propia nomenclatura, de Ordenación Territorial y Urbanística Sostenible de Extremadura, escenifica claramente que se parte de lo mayor, el tejido sobre el que se definen nuestros núcleos de población, la organización y vertebración territorial, hasta llegar a lo menor pero no menos importante: el hecho urbano. La Ley no solo trata al suelo como elemento motor de nuestra economía, como un valor, sino que le reconoce sus características de sostenibilidad, confiriendo al suelo, al subsuelo, al vuelo e incluso al cielo, la protección necesaria. Así, la Ley pretende proteger fundamentalmente nuestro modo de vida, el de la población extremeña, que tradicionalmente ha vivido en armonía y equilibrio con su medio, cuidando esa necesaria vinculación de las personas con la tierra que habitan”.

Es una ley larga. 

Consta de 188 artículos, 10 disposiciones adicionales, 15 disposiciones transitorias, una derogatoria y dos finales. Se divide en 8 títulos.

· Título Preliminar. Disposiciones Generales.

Incluye el objeto de la Ley, los principios generales y fines de la ordenación territorial y urbanística, la ordenación territorial y urbanística como función pública, la coordinación de competencias y cooperación y definiciones legales.

· Título I. Clasificación del suelo 

· Título II. La ordenación territorial y urbanística. A su vez, se divide 4 capítulos, con los títulos de ‘Criterios de ordenación’, ‘La ordenación territorial’, ‘La ordenación urbanística’ y ‘Normas comunes de los procedimientos’. 

En el capítulo relativo a los criterios de ordenación se regulan a los Criterios de Ordenación Sostenible, incluyendo indicadores y estándares de sostenibilidad e indicadores y estándares de sostenibilidad urbana. 

A estos efectos, el art. 10 recoge unos criterios de ordenación que deben observar todos los instrumentos de ordenación: sostenibilidad, movilidad y accesibilidad, conservación del patrimonio cultural, eficiencia energética, perspectiva de género y participación. 

En este título se regulan todos los instrumentos de ordenación, tanto territoriales (de competencia autonómica) como urbanísticos (municipales) y el procedimiento de aprobación de ellos.

En cuanto a la ordenación urbanística destaca la diferenciación, dentro del Plan General Municipal, del P.G. estructural y el P. G. detallado. Incluye dentro de la ordenación urbanística las ordenanzas municipales de edificación y urbanización. 

· Título III. Régimen del suelo.

Este título también se divide en dos capítulos: uno sobre ‘Derechos, deberes y régimen de utilización’ y otro sobre ‘aprovechamiento urbanístico en el suelo urbano y urbanizable’.

· Título IV. La ejecución del planeamiento.

También se divide en varios capítulos, siguiendo la nomenclatura del TRLS 2015:

- Capítulo 1. Disposiciones generales.

- Capítulo 2. Las actuaciones sistemáticas de nueva urbanización o reforma.

- Capítulo 3. Actuaciones simplificadas de nueva urbanización o reforma. Incluye los sistemas de ejecución en régimen de gestión directa (cooperación y expropiación) y en régimen de gestión indirecta (compensación y concertación).

- Capítulo 4. Otras formas de ejecución del planeamiento. Entre ellas se encuentran la obtención del suelo y ejecución de los sistemas generales., la expropiación forzosa asistemática, la ocupación directa y la permuta forzosa.

- Capítulo 5. Instrumentos y técnicas para la gestión urbanística. Regula los programas de ejecución, el agente urbanizador, los proyectos de urbanización, instrumentos de equidistribución en el suelo objeto de obras de urbanización e instrumentos de equidistribución en suelo urbanizado.

· Título V. Los patrimonios públicos de suelo

· Titulo VI. La actividad edificatoria.

Dividido en 3 capítulos: el primero, sobre ejecución de las actuaciones edificatorias y modalidades de control; el segundo, procedimientos de control de actuaciones urbanísticas (incluye todo tipo de actos autorizatorios, procedimiento y efectos); y el tercero, el deber de conservación y la declaración de ruina.

· Título VII. Protección de la legalidad urbanística.

También se divide en tres capítulos: medidas de reacción ante actuaciones ilegales, inspección urbanística y régimen sancionador. 

Las disposiciones adicionales son variopintas y regulan el derecho de realojo y de retorno, las dotaciones de aparcamiento, uso de medios electrónicos, informáticos y telemáticos en los procedimientos regulados en la ley, proyectos de Delimitación de suelo urbano, relación entre habitantes y metro cuadrado edificables de uso residencial, la remisión a la Ley de grandes instalaciones de ocio, la exención a la reserva de vivienda protegida, el apoyo técnico para la redacción de instrumentos de ordenación urbanística, así como a los municipios y el Jurado Autonómico de Valoraciones. 

- Ley 3/2019, de 22 de enero, de garantía de la autonomía municipal de Extremadura (DOE núm. 18, de 28 de enero).

Sin perjuicio de que su objeto se desarrollará en otro ámbito sectorial, a los efectos del contenido de este informe merece destacar el art. 15 de la Ley, que regula las competencias propias de los municipios de Extremadura.

La Ley faculta a los municipios para ejercer competencias propias en distintas áreas de actuación municipal: Institucional, organizativa y de seguridad; Territorio e Infraestructuras; Actividad y Promoción Económica y Servicios a las Personas.

En el ámbito de la actuación territorial y de infraestructuras, la Ley reconoce a los municipios las competencias siguientes:

1.º Ordenación, planificación y gestión del uso de servicios, equipamientos, infraestructuras e instalaciones públicas de titularidad municipal. 

2.º Planificación, fomento, programación y gestión de viviendas. 

3.º Ordenación complementaria, promoción, gestión, defensa y protección del medio ambiente y desarrollo sostenible, incluida la protección contra la contaminación acústica, lumínica y atmosférica en las zonas urbanas. 

4.º Ordenación, gestión, ejecución y disciplina en materia urbanística. 

5.º Ordenación, planificación y gestión, así como control sanitario de cementerios y servicios funerarios. 

6.º Ordenación, gestión, prestación y control de los servicios en el ciclo integral del agua de uso urbano. 

7.º Ordenación, gestión y prestación del servicio de alumbrado público, limpieza viaria, acceso a núcleos de población y pavimentación de vías urbanas, así como parques y jardines. 

8.º Ordenación, gestión, prestación y control de los servicios de recogida y tratamiento de residuos sólidos urbanos o municipales, así como planificación, programación y disciplina de la reducción de la producción de residuos urbanos o municipales. 

9.º Protección, gestión y conservación del patrimonio histórico municipal y elaboración y aprobación de planes especiales de protección y catálogos. 

10.º Gestión e inspección de las actividades de servicios. 

11.º Gestión del patrimonio municipal y regulación de su uso y destino y su conservación y mantenimiento. 

12.º Ordenación, gestión y vigilancia de las actividades y los usos que se llevan a cabo en lagos y montes. 

13.º Ordenación y gestión, incluidas conservación y mantenimiento, de las vías públicas urbanas y rurales de titularidad municipal dentro del término municipal. 

O) ISLAS BALEARES

- Decreto Ley 5/2018, de 21 de diciembre, sobre proyectos industriales estratégicos de la Illes Balears. (BOIB núm. 160, de 22 de diciembre).

La pretensión de este decreto ley no es otra que el establecimiento de un procedimiento administrativo para declarar como proyectos industriales determinadas propuestas de inversión, así como los efectos de la declaración de proyecto industrial estratégico. Se entiende por tales las propuestas de implantar, ampliar, modificar o reindustrializar una o varias actividades industriales que tengan como resultado previsible una expansión significativa y sostenible del tejido industrial balear o la consolidación de este, o la adopción de medidas dirigidas a garantizar la viabilidad de una empresa o sector industrial expuesto a riesgos para su continuidad. 

Sólo pueden implantarse en suelo urbano o urbanizable, si bien en ningún caso se permite su ubicación en zonas residenciales o de equipamientos. Excepcionalmente, y sólo para el caso de implantar energías renovables, se permite la ubicación en suelo rústico común.

La promoción puede ser pública o privada.

Después de regular exhaustivamente el procedimiento para la declaración de una propuesta de inversión como proyecto industrial estratégico, el decreto ley regula los efectos de la declaración, que son de dos tipos. 

Los efectos ex lege son:

a) La aprobación del proyecto de implantación o de ampliación de la instalación industrial, y la autorización para iniciar y ejecutar las obras y las instalaciones.

b) La no sujeción a las licencias municipales ni a las comunicaciones previas previstas en la normativa.

c) La obligación municipal de incorporar a su planeamiento, cuando se lleve a cabo la revisión o la modificación, la regularización urbanística del proyecto ejecutado, sin perjuicio de su efectividad inmediata.

d) La declaración de interés general.

e) La declaración de utilidad pública cuando el promotor sea una administración pública, entidad pública o colaboración pública y privada, con mayoría de capital público.

f) Reducción a la mitad de los plazos ordinarios de los trámites administrativos cuando afecten al proyecto, excepto los relativos a la presentación de solicitudes y recursos, los procedimientos de concurrencia competitiva y los de naturaleza fiscal.

g) Prioridad en la tramitación administrativa. 

Otros posibles efectos de la declaración pueden ser la concesión directa de subvenciones o el establecimiento de líneas o programas de formación específicas para los trabajadores de las empresas afectadas.

El Departamento competente en materia de industria informará periódicamente del estado de tramitación y ejecución de los proyectos. En su caso, el Consejo de Gobierno podrá declarar la revocación de la declaración de proyecto industrial estratégico en caso de incumplimiento de las condiciones establecidas para su desarrollo, inactividad manifiesta durante más de un año en la realización de los trámites necesarios para la ejecución del proyecto, el incumplimiento de las obligaciones derivadas de las subvenciones o cualquier otra causa que ponga de manifiesto la inviabilidad del proyecto.

- Ley 13/2018, de 28 de diciembre, de caminos públicos y rutas senderistas de Mallorca y Menorca. (BOIB núm. 163, de 29 de diciembre).

En lo que a los efectos del contenido de este informe interesa, merece hacer referencia al Capítulo IV del Título II de esta Ley, en cuanto que regula los instrumentos de ordenación territorial y planes ejecutivos de los caminos públicos, así como el Capítulo II del Título III, que regula algo similar respecto de las rutas senderistas.

Se crea un Plan Director Sectorial de Caminos, conforme con las determinaciones de la Ley 14/2000, de 21 de diciembre, de ordenación territorial, para ordenar la integridad del sistema y la estructura de la red insular de caminos públicos, cuyo ámbito territorial es la isla y la competencia para la elaboración y aprobación corresponde al consejo insular.

El objeto del plan es definir una red sistemática de ámbito supramunicipal, que sirva para conectar poblaciones, puntos de interés natural, cultural o etnológico, así como los accesos a la costa en ejecución de la legislación sectorial correspondiente. Concibe la red de caminos como un sistema estructural complementario de la red de carreteras. También establecerá los principios generales y las líneas maestras para crear rutas senderistas, con el fin de preservar la coherencia territorial.

El contenido mínimo del Plan Director Sectorial de Caminos incluye, además de lo previsto en la legislación de ordenación territorial, la normativa de aplicación y ordenanzas de uso; planos informativos, que incorporarán los espacios de relevancia ambiental, en su caso; planos de ordenación y programa de actuaciones.

La ley también prevé que los consejos insulares y los ayuntamientos redacten planes especiales de caminos, como instrumentos de desarrollo del Plan Director Sectorial, que garantizarán el mantenimiento y la conservación de la red viaria pública de los caminos que les corresponda en virtud de sus respectivas competencias.

Incorporarán, como contenido mínimo, la normativa de aplicación y ordenanzas de uso; planos informativos donde se haga constar, como mínimo, el estado de conservación de los caminos; planos de ordenación, que recogerán, como mínimo, la relación de caminos públicos existentes y la relación de nuevos caminos o tramos previstos; programa de actuaciones que incluirá, como mínimo: programas de mejoras y mantenimiento de los caminos existentes, la inversión necesaria, la financiación prevista y el calendario de actuaciones y estudio económico y financiero.

Los planes especiales de caminos de ámbito supramunicipal tienen naturaleza de instrumentos de ordenación territorial.

Los planes especiales de caminos de ámbito municipal tendrán carácter de instrumento urbanístico y serán redactados por los ayuntamientos correspondientes. Se ajustarán a las previsiones del Plan Director Sectorial de Caminos y no podrán contradecir las determinaciones de los planes especiales de caminos de ámbito supramunicipal.

Los programas de actuación de los planes especiales de caminos abarcarán dos fases consecutivas de cinco años. La modificación de las previsiones de cada fase exige la previa modificación del plan especial, siguiendo los trámites establecidos en la legislación de ordenación territorial en el caso de los planes de ámbito supramunicipal, y en la legislación urbanística en el caso de los planes de ámbito municipal.

Los planes especiales de caminos se revisarán cada diez años o, en cualquier caso, cuando sobrevengan circunstancias que lo aconsejen y, de manera especial, para determinar las obras necesarias para mantener los caminos en un buen estado de uso o por cualquier causa circunstancial que altere este estado.

En orden a los efectos de la ordenación en materia de caminos, la aprobación de los planes directores sectoriales y de los planes especiales de caminos lleva implícita la declaración de utilidad pública de los terrenos necesarios para ejecutarlos, así como de las obras, de las instalaciones y de los servicios que se hayan previsto de manera concreta. Alternativamente, la disponibilidad de los terrenos necesarios para llevar a cabo los planes especiales de caminos también puede derivar de la alienación o cesión voluntaria de las personas titulares, de convenios de colaboración u otros mecanismos válidos en derecho.

Igualmente, la D. A. 1ª de la Ley modifica la Ley 14/2000, de ordenación territorial para incorporar la regulación de los planes especiales de ordenación territorial.

- Ley 3/2019, de 31 de enero, agraria de las Illes Balears. (BOIB núm. 18, de 9 de febrero).

Esta ley dedica el Título V (arts. 101 a 119) a los usos agrarios. Este título viene conformado por tres capítulos:

· Capítulo I: Disposiciones generales.

· Capítulo II: Agrupación y división de fincas.

· Capítulo III. Edificaciones, construcciones e instalaciones.

Cuando define los usos agrarios lo hace “a los efectos de esta ley, de la legislación autonómica de las Illes Balears y de los instrumentos de ordenación económica, territorial, urbanística, ambiental y de otros, de competencia autonómica, insular o local”. Dispone que los usos agrarios son usos admitidos en todo el suelo rústico en los términos establecidos en esta ley, “sin perjuicio de lo que establezca la regulación urbanística, territorial, ambiental o sectorial para preservar otros valores” y reconoce la posibilidad de que las actividades agrarias y complementarias comporten o no la ejecución de edificaciones, construcciones, instalaciones, infraestructuras y dotaciones de servicio que estén vinculados.

El uso residencial queda sujeto a las determinaciones previstas en la legislación de ordenación territorial y urbanística.

Prevé la vinculación del planeamiento económico, territorial, ambiental y de cualquier otro tipo a las determinaciones de la Ley 19/1995, de 4 de julio, de modernización de las explotaciones agrarias.

Regula las zonas de alto valor agrario, a delimitar por los consejos insulares, cuyo régimen jurídico urbanístico es más restrictivo que en otro suelo agrario, ya que sólo se permiten las actividades y los usos distintos del agrario cuando estén vinculados a explotaciones agrarias preferentes, y la vivienda en edificios de nueva planta cuando esté vinculada a una de estas explotaciones cuando lo permita la normativa territorial y urbanística.

La ley también prevé directrices y criterios sobre la regulación de las actividades agrarias y complementarias, que deben respetar los instrumentos de ordenación económica, territorial, urbanística, ambiental y otros, cuando regulen las actividades agrarias o complementarias.

Por lo que respecta a la agrupación y división de fincas rústicas, la Ley exige, además de otras consideraciones puramente agraria, el respecto de la unidad mínima de cultivo o forestal, que también determina, con las excepciones prevista en la Ley 19/1995. No permite la autorización de divisiones con finalidades de parcelación urbanística ni divisiones cuando den como resultado fincas en las cuales se haya superado la edificabilidad máxima permitida.

En cuanto a lo relativo a edificaciones, construcciones e instalaciones, la Ley dispone que las actuaciones de edificación, construcción o instalación, sean o no de nueva planta, vinculadas a la actividad agraria o complementaria, y los cambios de usos, sólo podrán llevarse a cabo si previamente han obtenido la licencia urbanística preceptiva o han presentado la comunicación previa, de acuerdo con el procedimiento y las condiciones que prevé la normativa territorial y urbanística, priorizando la utilización de edificaciones existentes frente a la construcción de edificaciones de nueva planta

En caso de que la parcela esté vinculada a un uso condicionado, sea vivienda o interés general, se podrán autorizar las construcciones estrictamente necesarias para las actividades agrarias y complementarias, siempre que su implantación no suponga la superación de los parámetros previstos en la ley. No se autorizará más de una vivienda unifamiliar por parcela.

La Ley agraria remite a la normativa territorial y urbanística en cuanto a los parámetros y condiciones de las edificaciones, las construcciones y las instalaciones, si bien añade que no computan a efectos de ocupación las superficies no cubiertas no pavimentadas, ni los estercoleros, zonas de espera para ordeñar o áreas de acumulación de estiércol y purines que deban estar pavimentados, de acuerdo con el Código de buenas prácticas agrarias de las Illes Balears y la Directiva del Consejo 91/676/CEE.

La parcela mínima a efecto de edificaciones es de 14.000 m2, superficie no aplicable a las actuaciones en explotaciones agrarias prioritarias, a las infraestructuras de riego ni a los invernaderos para cultivos.

Las autorizaciones garantizarán la protección del medio natural y la armonía del paisaje, minimizando el impacto visual y velarán por el cumplimiento de las determinaciones de ordenación directa de la normativa urbanística y de la legislación de costas.

Los edificios deberán ubicarse de manera que favorezcan la explotación agraria de la finca y la protección del suelo más fértil.

El Ley exige la emisión de un informe de la administración pública competente en materia agraria para posibilitar la construcción de edificaciones, previo a la concesión de licencia urbanística; informes que es preceptivo y vinculante. Este informe exige la presentación de un proyecto redactado por un técnico competente que incluya una memoria agraria descriptiva de las edificaciones existentes y las que vayan a construirse o rehabilitarse.

Igualmente, la Ley también regula las condiciones específicas de edificación en determinadas categorías de suelo, la exoneración de condiciones urbanísticas previstas en el planeamiento, total o parcialmente, remitiendo a la normativa urbanística, las actividades de venta directa, la reubicación de explotaciones agrarias, el régimen de infraestructuras y dotaciones de servicio relacionadas con las explotaciones agrarias en suelo rústico y aquellos otros que, en suelo rústico, se refieran a usos atípicos y los cerramientos de las explotaciones agrarias

P) MADRID

- Ley 9/2018, de 26 de diciembre, de Presupuestos Generales de la Comunidad de Madrid para el año 2019. (BOCM núm. 309, de 28 de diciembre).

Su D. A. 21ª modifica la Ley 3/2013, de 18 de junio, de Patrimonio Histórico de la Comunidad de Madrid para suspender la vigencia del apartado 1 del artículo 37 durante el año 2019. Este apartado se refiere a la obligación de la Comunidad de Madrid de reservar al menos un 1% de su aportación a los presupuestos de las obras públicas que financie total o parcialmente a fin de invertirlo en la investigación, documentación, conservación, restauración, difusión y enriquecimiento del patrimonio histórico; reserva que también es de aplicación a los organismos autónomos, entidades públicas y empresas públicas dependientes de la Comunidad de Madrid, y a las obras públicas que construyan o exploten los particulares en virtud de concesión administrativa.

II. NOVEDADES JURISPRUDENCIALES. 

2.- TRIBUNAL SUPREMO

Las sentencias del TS en las que he centrado el análisis son de suma importancia porque, en la mayor parte de los supuestos, establecen doctrina esencial, que en unos casos suponen un cambio de criterio jurisprudencial, como es, la facultad del planificador de desclasificar el suelo urbano consolidado a no consolidado, a la luz de la nueva legislación, y en otros puntualiza criterios jurisprudenciales ya acotados anteriormente, tales como, la excepción a la prohibición de recalificar terrenos forestales incendiados exige evaluación de impacto ambiental, la indemnización en caso de vinculaciones singulares corresponde solidariamente a las administraciones implicadas en la aprobación del instrumento de planeamiento, la posibilidad de ejecución subsidiaria en casos de demolición de edificaciones ilegales en dominio público, con requerimiento por la vía de apremio, y, finalmente, la matización de la exigibilidad de informe de impacto de género en la tramitación de los instrumentos de planeamiento urbanístico. 

También incluyo una sentencia que hace referencia a un asunto del Ayuntamiento de Zaragoza, que interpreta de forma amplia los supuestos de la Ley 12/2012 en los que no es exigible licencia urbanística.

- Sentencia 1479/2018, de 8 de octubre, de la Sala de lo Contencioso Administrativo del Tribunal Supremo (Sección Quinta) que estimó un recurso de casación interpuesto contra la sentencia del TSJ de Aragón, que desestimó un recurso de apelación y confirmó las actuaciones municipales de exigencia de licencia de actividad para el ejercicio de la actividad de tanatorio. (LA LEY 154732/2018)

En el presente supuesto el TS resuelve un recurso de casación interpuesto contra la sentencia del TSJA por la que se desestimó el recurso de apelación interpuesto contra otra del JCA nº 1 de Zaragoza, que desestimó el recurso contencioso administrativo interpuesto contra una resolución municipal por la que se procedió a la disconformidad con una comunicación previa de apertura para el ejercicio de la actividad de pompas fúnebres en un establecimiento de Zaragoza.

El motivo de la disconformidad obedecía a la exigencia de licencia de actividad clasificada para el ejercicio de la actividad de pompas fúnebres.

El recurrente consideraba que dicha actividad se encontraba entre las que la Ley 12/21012, de medidas urgentes de liberalización del comercio y determinados servicios, excluía de la obtención de licencia; al amparo de lo dispuesto en los arts. 71.bis.2 de la Ley 30/1992 y art. 71.3.c) de la Ley de Protección Ambiental de Aragón, que también la consideraba una actividad excluida del sometimiento a licencia ambiental; entendiendo que cuando la actividad de pompas fúnebres se incluye en el Anexo de la Ley 12/2012 lo hace a todos los efectos, sin discriminar actividades de velatorio u otras relacionadas con la actividad principal.

Frente a esta argumentación, tanto el JCA nº 1 de Zaragoza como el TSJA, en sendas sentencias, consideraron que “dentro de la denominación de servicios de pompas fúnebres se incluyen variedad de servicios, algunos de naturaleza esencialmente administrativa, otros comercial y otros de difícil catalogación. Así pueden se actividades como tanatorio, velatorio, tanatopraxis o preparación y embalsamamiento de cadáveres, incineración de los mismos, gestión de los certificados y trámites, floristería, trámites con seguros, lápidas, recordatorios y otras complejas actividades que rodean lo relativo a la despedida de nuestros difuntos”, al tiempo que reconocieron que la actora no se limitaba exclusivamente al desarrollo de actividades de naturaleza comercial o administrativa, sino que “señala abiertamente que en el mismo se desarrolla también lo que es propio de un velatorio”, siendo esta parte de la actividad la que planteó los problemas. 

En la sentencia de primera instancia se efectuaba una remisión a la Sentencia 58/2015, de 8 de abril, del JCA número 5 de Zaragoza y utilizando los mismos argumentos concluye “la necesidad de que el velatorio se someta a la licencia ambiental de actividad clasificada prevista en la Ley 7/2006 de protección ambiental de Aragón, al tratarse de una actividad molesta e insalubre por riesgo de enfermedades infecto contagiosas, vibraciones y ruido, requiriendo por tanto autorización municipal previa para su ejercicio no bastando el régimen de comunicación previa aducido por el demandante”. La sentencia dictada en apelación concluyó en el mismo sentido.

Interpuesto recurso de casación, el TS en el fundamento segundo de la sentencia recuerda que la inexigibilidad previa de licencia, prevista en el artículo 3 de la Ley 12/2012 para el inicio y desarrollo de las actividades comerciales y servicios contemplados en el art. 2 del mismo texto legal “se contrae, por así ordenarlo el indicado artículo 2, única y exclusivamente a actividades comerciales minoristas y para la prestación de determinados servicios previstos en el anexo de la ley, realizados a través de establecimientos permanentes, situados en cualquier parte del territorio nacional, y cuya superficie de exposición y venta al público no sea superior a 750 metros cuadrados.

Con respecto a esas actividades y servicios las administraciones públicas o las entidades del sector público no pueden exigir licencia, siendo suficiente y necesaria la comunicación previa a la administración competente a los solos efectos informativos”.

Después continúa analizando el término “servicios de pompas fúnebres” recogido en el anexo de la Ley 12/12 (agrupación 97 servicios personales, epígrafe 979.1). 

La comunicación previa no se limita a una actividad comercial o administrativa, sino que incluye las propias de tanatorios y velatorios. Estas actividades no están excluidas de licencia ambiental en el anexo VII de la Ley autonómica 7/2006 (la aplicable en el momento de dictar la resolución y no la Ley 11/2014 de prevención y protección ambiental de Aragón, que la sustituyó), “ley cuyos objetivos o finalidades, añadimos nosotros, previstas en el artículo 3, parecen resultar incompatibles con la falta de control previo que supone la inexigibilidad de licencia en los términos del artículo 3 de la Ley estatal 12/2012. Pero es de advertir así mismo que tampoco esas actividades propias de los tanatorios y de los velatorios se incluyen, al menos expresamente, en los anexos II, III y VI de la citada ley autonómica”.

Reconoce igualmente la STS que la enumeración del anexo del RAMINP es enunciativa y abierta “de modo que ha de entenderse incluida en él cualquiera concreta actividad que esté integrada en las definiciones del artículo 3 de la indicada norma reglamentaria, y que, como se dice en la sentencia recurrida, la actividad de tanatorio fue calificada como insalubre por riesgo de enfermedades por la Comisión Técnica de Calificación de Zaragoza”. Añade que el régimen de inexigibilidad de licencia de la Ley 12/12 puede ofrecer dudas de aplicación dado que esas actividades han sido calificadas como insalubres o molestas, lo que requiere una especial cautela en su autorización. Pese a afirmar la sensibilidad de la que participa el RAMINP, asevera que la Ley 12/2012 “al contemplar la actividad de pompas fúnebres como no sometida a la necesidad de licencia previa, sin distinción de los diferentes servicios que abarca, impide considerar, como con error se realiza en la sentencia recurrida, que los servicios de pompa fúnebres previstos en la ley son los administrativos y comerciales con exclusión de los demás, consideración la de instancia no justificada por la previsión legal de que el establecimiento tenga una superficie útil de exposición y venta al público no superior a 750 m2, en cuanto ni un establecimiento de pompas fúnebres tiene por finalidad, al menos exclusiva, la exposición y venta, ni cabe inferir que la limitación supone la imposibilidad de la actividad de velatorio y tanatorio”. 

Puntualiza que la Ley estatal es básica y apunta la doctrina esencial del siguiente tenor:

“(…) la exigencia de comunicación previa para la iniciación de una actividad de servicio de pompas fúnebres no solo comprende la realización de actividades administrativas o comerciales correspondientes a dicho servicio sino que incluye también la apertura de instalaciones con destino a velatorio-tanatorio, respuesta que para resolver realmente el debate supone, en consideración a lo razonado, que una instalación de pompas fúnebres que incluya los servicios de velatorio-tanatorio se rige por la Ley 12/2012, de 26 de diciembre, no siendo por ello necesario para su inicio y desarrollo la obtención de licencia previa, salvo que la superficie útil de la instalación supere los límites superficiales previstos en su artículo 2”.

Estos son los argumentos que utiliza el TS para estimar el recurso de casación, casa la sentencia de instancia y estimar el recurso contencioso-administrativo.

- Sentencia 1563/2018, de 30 de octubre, de la Sala de lo Contencioso Administrativo del Tribunal Supremo (Sección Quinta) que estima un recurso de casación interpuesto contra la sentencia del TSJ de Andalucía, que estimó parcialmente un recurso contencioso administrativo interpuesto contra la publicación de la normativa urbanística del PGOU de Málaga. Modificación de SUC a SUNC. (LA LEY 167797/2018)

El Auto de admisión a trámite del recurso de casación dispone que la cuestión que presenta interés casacional objetivo para la formación de jurisprudencia consiste en determinar, si conforme al TRLS 2008, seguía siendo aplicable la jurisprudencia anterior que prohibía que un nuevo planeamiento, que contempla una determinada transformación urbanística, pueda degradar el suelo urbano consolidado a suelo urbano no consolidado, con el fin de que se confirme, modifique o puntualice el criterio sostenido en la STS de 20 de julio de 2017 y, en su caso, concrete las actuaciones que permiten degradar la condición de consolidado de la que gozaba el suelo.

Para ello identifica como normar jurídicas objeto de la interpretación los arts. 1, 5 y 4 de la Ley 6/1998 (por su indebida aplicación) y 1, 2, 12, 14, y 16 TRLS2008 (por su inaplicación).

La Sentencia del TSJ de Andalucía estimó parcialmente el recurso contencioso administrativo interpuesto contra la Orden autonómica por la que se dispuso la publicación de la normativa urbanística de la Revisión-Adaptación del PGOU de Málaga, en cuanto a que clasificó como suelo urbano no consolidado, incluyéndolo en una unidad de ejecución, un suelo que previamente era suelo urbano consolidado. La sentencia declaró no conforme a derecho las determinaciones urbanísticas que afectaban a la recurrente, que se anularon, y procedió a declarar los suelos como suelo urbano consolidado.

El TSJ centra el debate sobre si resulta arbitraria la clasificación del suelo del actor como urbano no consolidado.

El TS reconoce que en su jurisprudencia surgieron dos tendencias acerca de la posible descategorización del suelo urbano consolidado, la posición actual y mayoritaria que rechaza tal posibilidad y otra, hoy abandonada, que debe considerarse el suelo no consolidado cuando es objeto de actuaciones de urbanización en suelo urbano. 

Observa que, en un primer momento, el TS admitió que el SUC pudiera “descategorizarse” por el planeamiento urbanístico en caso de operaciones sistemáticas de reforma interior. Era posible desclasificar el SUC cuando el mismo, por voluntad del planificador, iba a ser sometido a operaciones integrales de reurbanización o regeneración urbanas, con las consecuentes obligaciones para los propietarios de urbanizar, equidistribuir y ceder tanto dotaciones como aprovechamiento urbanístico. En apoyo de esta doctrina hace referencia a la Sentencia de 31 de mayo de 2006. No obstante, puntualiza que esta doctrina fue abandonada con un nuevo criterio iniciado con la Sentencia de 23 de septiembre de 2008 y numerosas sentencias posteriores. Atendiendo a estas remisiones, el TS resume que “no se niega que puedan existir casos en los que es preciso realizar en estos suelos operaciones integrales de urbanización, por lo que no impide que en esos suelos se puedan realizar operaciones de reestructuración urbana, sino que lo que se rechaza es que, en tales casos, sea posible exigir a los propietarios de las parcelas afectadas por la operación  que cedan parte de ellas para la operación planificada, correspondiendo a la Administración adquirir, mediante compra o expropiación, la propiedad de los suelos que considere necesarios y hacerse cargo de los costos de la urbanización.” Si se admitiera la posibilidad de desclasificar el SUC “nunca finalizaría el proceso urbanizador, situándolo en una posición de continua interinidad, derivada de la necesidad de una permanente posibilidad de exigir el cumplimiento de unos deberes urbanísticos con causa en esa modificación del estatus del suelo afectado. (…) se opone a “un elemental principio de equidad” que los propietarios deban volver a costear una y otra vez una urbanización, en una suerte de proceso interminable en el que en cada ocasión deban ajustarse al nuevo régimen de las cargas y cesiones que resulten de aplicación a medida en que se introducen alteraciones de la normativa vigente”.
Una vez delimitado el criterio jurisprudencial dominante, el TS se plantea si, tras la aprobación de la LS 2007 y normas posteriores, puede mantenerse la doctrina de la desclasificación del suelo urbano consolidado, máxime si sobre esta cuestión no existe pronunciamiento del TS al respecto.

Sobre el particular, el TS analiza la exposición de motivos y el art. 14 de la LS 2007, a propósito de las actuaciones de transformación urbanística, así como el preámbulo y el art. 2 del TRLS 2015. Se centra en los pronunciamientos del Tribunal Constitucional y del propio Tribunal Supremo y, sobre todo, en el importante cambio operado en la definición del modelo de desarrollo urbano, que hace que se desplace la tradicional concepción desarrollista impulsora de un crecimiento urbano ilimitado, por otra que lo controle, insistiendo en la regeneración de la ciudad existente frente a las nuevas transformaciones de suelo.

Así, se refiere a los pronunciamientos del Tribunal Constitucional sobre estos textos legales y recuerda que la STC 148/2012 aclara que el TRLS 2008 el legislador estatal ha establecido las condiciones básicas abandonando la premisa o presupuesto previo la tradicional clasificación tripartita del suelo, dejando la regulación de la clasificación del suelo a las CC. AA., diferenciando sólo dos situaciones básicas, rural y urbanizado. Pero la Ley estatal no establece las facultades y deberes en función de la situación básica del suelo. El TC entiende que los deberes que hasta la Ley 6/98 se consideraban deberes de los propietarios del suelo urbanizable son ahora deberes más abstractamente vinculados a la realización de actuaciones de transformación urbanística (actuación urbanizadora –nueva o de reforma-) o actuación de dotación que puede tener lugar tanto en suelo rural como en suelo urbanizado.

Asimismo, la STC 94/2014 sólo impone que los suelos comprendidos en actuaciones de reforma, mejora o regeneración urbana estén considerados como suelo urbano, mientras que su categorización como suelo urbano consolidado depende de la legislación autonómica.

También se apoya el TS en una reciente sentencia que parece haber reabierto el debate acerca de esta controversia, la STS 20 de julio de 2017 que confirma la anulación del APR Mahou-Vicente Calderón, como consecuencia de la omisión de reserva de vivienda protegida, al deber configurarse como actuación de urbanización y no como actuación de dotación, tal y como pretendían los recurrentes. Esta sentencia llegó a la conclusión de que “lo que se va a realizar es una reforma o renovación de la urbanización de un ámbito de suelo urbanizado (art. 14.1.a.2 TRLS 2008) y, por el contrario, que tal actuación (que la sentencia describe) no tenía -sólo- por objeto incrementar las dotaciones públicas en un ámbito de suelo urbanizado para reajustar su proporción con la mayor edificabilidad o densidad o con los nuevos usos, actuación que, por otra parte, no hubiera requerido la reforma o renovación de la urbanización (art. 14.1.b TRLS 2008)”. Del contenido de esta sentencia se extrae la conclusión de que lo determinante a partir de ahora no será tanto la clasificación del suelo, sino el tipo de actuación de transformación del suelo que se pretenda llevar a cabo sobre el mismo.

El TS también se refiere a la STS 3653/2017, sobre el mismo PGOU de Málaga.

A partir de estos antecedentes, el Tribunal Supremo, después de reconocer el importante cambio operado en la definición del modelo de desarrollo urbano, al que hemos hecho referencia más arriba, y hacerse eco de del preámbulo de las leyes de suelo de 2007 y 2008, manifiesta que “la Ley del suelo estatal establece con claridad meridiana que las políticas urbanas se deben basar en la regeneración y mejora de tejidos existentes y no en nuevas ocupaciones de suelo. En la propia Ley el concepto de actuaciones de urbanización comprende tanto las de reforma o renovación del suelo ya urbanizado como las de primera transformación del suelo rural, si bien estas últimas en lo sucesivo deberían ser, si no excepcionales, sí, al menos, suficientemente justificadas”.

A continuación, analiza el TRLS 2015 y dice que las actuaciones urbanísticas pueden ser de dos tipos: actuaciones de transformación urbanística y de edificación o edificatorias. Las primeras incluyen las de nueva urbanización y aquella que tengan por objeto reformar o renovar la urbanización de un ámbito de suelo urbanizado; también las actuaciones de dotación, que tienen por objeto incrementar las dotaciones de un suelo urbanizado su proporción con la mayor edificabilidad, densidad o nuevos usos asignados en la ordenación urbanística de una o varias parcelas, y que no requieren renovación de la urbanización. Las actuaciones de edificación son las de nueva edificación o de sustitución de la existente y las de rehabilitación. 

Cada una de estas actuaciones conlleva las obligaciones que prevé el texto legal. Las obligaciones de los propietarios no vienen determinadas por la categorización del suelo (consolidado o no consolidado) sino por el tipo de actuación de transformación urbanística que vaya a realizarse. La nueva legislación urbanística ya no tiene como finalidad esencial la formación de un nuevo tejido urbano, sobre la base de una progresiva ejecución de distintas actuaciones a realizar sobre el suelo, sino que la ordenación territorial y urbanística son funciones públicas no susceptibles de transacción que organizan y definen el uso del territorio y del suelo de acuerdo con el interés general, determinando las facultades y deberes del derecho de propiedad del suelo conforme al destino de éste, como reza el art. 4 del TRLS 2015.

Por esta razón, a partir de la nueva normativa, el TS considera posible adaptar su tradicional criterio y, en consecuencia, faculta para que “el planificador decida actuar sobre los ámbitos que ya son ciudad para ejecutar sobre ellos actuaciones de renovación, rehabilitación o regeneración urbanas; pero, en tales supuestos, sería exigible que el planificador motivara, con una motivación reforzada, la concurrencia de tal circunstancia en la propia Memoria del plan, antes de proceder a la descategorización del suelo, evitando así que la mera voluntad transformadora basada en criterios estéticos, modernizadores o de mera oportunidad, provocara efectos sobre los deberes de los propietarios  que ya contribuyeron a la consolidación de los terrenos donde se ubican sus viviendas o locales”. Con estas argumentaciones, el TS considera que “(…) conforme al TR Ley de Suelo de 2008, ha de adaptarse la jurisprudencia anterior declarando que un nuevo planeamiento, que contempla una determinada transformación urbanística de renovación, regeneración o rehabilitación, puede degradar el suelo urbano consolidado a suelo urbano no consolidado, siempre que concurran los requisitos a que se hace referencia en el fundamento décimo cuarto de esta sentencia”, esto es, los propios de la regulación prevista en el TRLS 2015

Con base en esta interpretación, estima el recurso de casación interpuesto por la Junta de Andalucía por entender que se cumplen los requisitos para confirmar la operación urbanística que el Plan impugnado contempla, porque se trata de un ámbito de actuación de transformación urbanística que completa una urbanización inacabada con falta de servicios e infraestructuras, mejorando y rehabilitando el área.

- Sentencia 1623/2018, de 15 de noviembre, de la Sala de lo Contencioso Administrativo del Tribunal Supremo (Sección Quinta) que desestima un recurso de casación interpuesto contra la sentencia del TSJ de Valencia, que estimó un recurso contencioso administrativo frente a la homologación y el Plan Parcial de un sector de suelo urbanizable en La Nucía. Recalificación de terrenos forestales incendiados. Excepción a la prohibición de cambio de uso. (LA LEY 176917/2018)

En el informe anterior de noviembre de 2018 se comentó la STS 1031/2018, de 18 de junio, que resolvía un recurso de casación contra una sentencia del TSJ de la Comunidad Valenciana sobre este mismo instrumento de planeamiento que, en relación con la recalificación de terrenos de uso forestal afectados por un incendio, estableció como doctrina que del tenor literal del art. 50.1  de la Ley de Montes no resulta una interpretación que permita entender que todos los terrenos forestales incendiados con posterioridad puedan acogerse sin más a la excepción que allí predica y que, consecuentemente, hayan de quedar directamente excluidos de la norma general prevista en este artículo, sino que es necesaria una motivación suficiente y singular, que no concurría en aquél supuesto.

Ahora el TS, al conocer de este nuevo recurso de casación, añade otra puntualización sobre el mismo tema.

En concreto, reconoce que no es de aplicación la doctrina jurisprudencial relativa a la declaración de inviabilidad de la evaluación ambiental estratégica, puesto que dicha declaración (recogida en la D. T. Primera de la Ley 9/2006) exigiría la concurrencia de especiales circunstancias y de una intensa motivación, que no concurre en el caso. Por ello, la inexistencia de la preceptiva evaluación ambiental estratégica determina la ausencia de un pronunciamiento ambiental válido a los efectos de permitir la aplicación de la exención contemplada en el art. 50.1 de la Ley de Montes respeto a las prohibiciones de uso establecidas para los terrenos forestales incendiados.

En definitiva, el TS declara como doctrina jurisprudencial que para que se dé la excepción del art. 50.1 LM, debe existir previamente evaluación ambiental estratégica.

- Sentencia 1654/2018, de 22 de noviembre, de la Sala de lo Contencioso Administrativo del Tribunal Supremo (Sección Quinta) que desestima un recurso de casación interpuesto contra la sentencia del TSJ de Extremadura, que estimó un recurso contencioso administrativo frente al Catálogo de Plasencia. Vinculaciones singulares. (LA 176919/2018)

Los autos se refieren a una sentencia del TSJEx, que estimó un recurso contencioso administrativo interpuesto contra el acuerdo de aprobación del Catálogo de Protección que forma parte del PGOU de Plasencia, entendiendo que, de manera solidaria ambas Administraciones deben indemnizar al recurrente, en la cantidad que se cifre en ejecución de sentencia, por la limitación o exclusión de edificabilidad, así como la imposibilidad de patrimonializar los aprovechamientos de la edificación catalogada.

La sentencia de instancia considera que el deber de conservación que se impone a los bienes catalogados tiene el límite de la mitad del valor de una construcción de nueva planta, con similares características e igual superficie útil o, en su caso, de idénticas dimensiones a la preexistente, realizada en condiciones necesarias para que su ocupación sea autorizable o quede en condiciones de ser destinada al uso que le sea propio (art. 163 LESOTEX). El TSJEx considera que en este caso no sucede esto porque si no actuó según permitía el planeamiento anterior, construyendo y elevando, fue por propia voluntad. Vigente el nuevo planeamiento, debe someterse a él. Cuestión distinta es la posible indemnización, al amparo del art. 35.b) de la LS 2008 (actual 47 RDLeg. 7/2015), con el cumplimiento de los requisitos exigidos por la jurisprudencia, esto es, una restricción del aprovechamiento urbanístico, una limitación singular y la imposibilidad de distribución equitativa. Añade que el TS reconoció la existencia de vinculación singular, con derecho a indemnización, la inclusión de un edificio en el catálogo con restricción de aprovechamiento en relación con los de su entorno.

La sentencia del TSJEx incorpora jurisprudencia sobre la evolución y filosofía del precepto y sus consideraciones sirven al TSJ como justificación en el caso concreto. Reconoce que existe una reducción considerable de la edificabilidad. 

En orden a determinar qué administración urbanística debe indemnizar, el TSJ aplica el art. 140.2 de la Ley 30/1992, sobre concurrencia de administraciones en la producción del daño, de manera que la responsabilidad se fijará para cada Administración atendiendo a los criterios de competencia, interés público tutelado e intensidad en la intervención, resultando solidaria cuando no sea posible dicha determinación. Entiende que tanto el Ayuntamiento como la Comunidad Autónoma han participado en la elaboración del planeamiento que incorpora las vinculaciones singulares y las limitaciones del aprovechamiento urbanístico.

Interpuesto recurso de casación por la Junta de Extremadura, el TS, en su fundamento cuarto, dispone que las limitaciones o vinculaciones singulares son una excepción a la función social del derecho de propiedad, que como regla general supone que la delimitación de su contenido a través de a ordenación territorial o urbanística no genera derecho a percibir indemnización alguna. Añade que “una determinación contenida en el planteamiento que limita o vincula únicamente de modo singular y que, por tanto, no puede ser objeto de equitativa distribución entre los demás propietarios de la zona o polígono, y prive al propietario de una parte del contenido normal de su derecho de propiedad, resulta necesariamente indemnizable, en la medida que dicho propietario no tiene el deber jurídico de soportar exclusivamente la citada carga”.

Sobre el reconocimiento del derecho a la indemnización a los propietarios a los que se impongan vinculaciones singulares que conlleven una restricción de la edificabilidad o del uso al que tengan derecho. Reconoce que son tres los requisitos legales para la procedencia de la indemnización por vinculación singular:

a) Que una ordenación urbanística ocasione una restricción del aprovechamiento urbanístico.

b) Que ocasione una limitación singular.

c) Que resulte imposible la compensación a través de las técnicas de distribución equitativa de beneficios y cargas del planeamiento.

El TS dispone que no se trata de comparar las determinaciones del planeamiento anterior y del nuevo en esta parcela (comparación dinámica) sino comparar las determinaciones del nuevo PGOU para esta concreta propiedad y las determinaciones del mismo Plan para las propiedades del entorno (comparación estática), ni con las de todos los edificios catalogados como pretendía la Junta de Extremadura y, en este sentido, el TS reconoce el acierto de la sentencia de instancia.

En orden a determinar la Administración a la que correspondería la indemnización de los daños causados, lo simplista, dice el TS, sería atribuir la responsabilidad al órgano competente para aprobar definitivamente el planeamiento, si bien considera más correcto acudir a la concurrencia entre ambas administraciones y, por tanto, la responsabilidad será solidaria, sin perjuicio de que la Administración condenada a pagar repita contra el resto de los causantes del daño, en aplicación de lo dispuesto en el art.140.2 Ley 30/1992. 

Con base en los razonamientos expuestos en la sentencia a los interrogantes que presentaba interés casacional objetivo concluye:

1. Hay vinculación singular indemnizable cuando el propietario de una edificación catalogada no puede materializar la edificabilidad que pueden materializar los propietarios de las edificaciones del entorno y esa menor edificabilidad no es susceptible de distribución equitativa.

2. Partiendo de que los planes urbanísticos son aprobados normalmente por dos Administraciones distintas (municipio y Comunidad Autónoma), la regla general es la de establecer la responsabilidad concurrente de ambas, mediante el criterio de la solidaridad.

Con estos razonamientos desestima el recurso de casación interpuesto por la Consejería de fomento, Vivienda, Ordenación del Territorio y Turismo de la Junta de Extremadura.

- Sentencia 1711/2018, de 3 de diciembre, de la Sala de lo Contencioso Administrativo del Tribunal Supremo (Sección Quinta) que estima un recurso de casación interpuesto contra la sentencia del TSJ de Murcia, que desestimó un recurso contencioso administrativo interpuesto contra un acto de recuperación de oficio del dominio público marítimo y ordenó la demolición de una vivienda en ese dominio público. Ejecución subsidiaria en supuestos de demolición. (LA LEY 181770/2018)

Los antecedentes de esta sentencia se refieren a una resolución que desestima un recurso de alzada contra una resolución de la Demarcación de Carreteras de Murcia, que acordó la recuperación de oficio de la posesión del dominio público marítimo-terrestre ocupado por una vivienda, ordenando el inmediato levantamiento de la ocupación con la demolición de aquélla.

Interpuesto recurso contencioso administrativo, el TSJMu estima parcialmente el mismo y, aunque mantiene la medida de cese de la ocupación con la demolición, deja sin efecto el acto en lo relativo a que la demolición se realice a costa de los recurrentes., porque entiende que la imposición de la demolición a costa de los recurrentes carece de fundamento ya que la normativa sancionadora y de reposición como medida pueden aplicarse al caso.

La Administración General del Estado interpone recurso de casación.

El TS reconoce que la cuestión planteada presenta interés casacional objetivo para la formación de jurisprudencia, consistente en determinar:

a)  si la vía de apremio se aplica no sólo en el ámbito sancionador, para hacer efectivas las sanciones, sino también para exigir otras responsabilidades administrativas como son las de reponer al espacio del dominio público marítimo terrestre al estado anterior a la ocupación sin título de ese espacio, 

b) si en el supuesto de que sea la Administración la que deba proceder a la realización de los actos materiales de ejecución que correspondan en lugar de la persona del obligado, dicha actuación se hace a costa de este último.

A tal fin se interpretarán los arts. 107 de la Ley de Costas, 215 y 217 del Reglamento y el art. 98.2 Ley 30/1992 (actual art. 102.2 ley 39/2005).

El fundamento tercero de la sentencia indica que el art. 96 de la ley 30/1992 recoge los distintos medios para la ejecución forzosa, refiriéndose en los artículos siguientes a cada uno de ellos y, en concreto, a la vía de apremio sobre el patrimonio y a la ejecución subsidiaria. Y entiende que en el supuesto de autos no procede hablar de vía de apremio y sí de ejecución subsidiaria.

Añade que la ejecución subsidiaria y a costa del obligado a realizar un acto que no tenga el carácter de personalísimo está prevista en el art. 107.4 de la Ley de Costas, cuando dice “así mismo, podrá procederse a la ejecución subsidiaria por cuenta del infractor y a su costa”. Además de la ley sectorial, también el art. 98 de la Ley 30/1992 prevé la ejecución subsidiaria de actos que por no ser personalísimos pueden realizarse por sujeto distinto al obligado, habilitándose a las AA. PP. a realizar el acto, por sí o a través de personas que se determinen y a costa del obligado. El apartado 3 de este artículo añade que el importe de los gastos y de los daños y perjuicios, se exigirá conforme a lo previsto en el art. 97, esto es, la vía de apremio.

Concluye el TS que “además de reiterar que la ejecución subsidiaria es viable para exigir la reposición del dominio público marítimo terrestre al estado anterior a su ocupación sin título, debemos dar también respuesta positiva a que la administración, en los supuestos en que daba proceder a la realización de actos materiales de ejecución en lugar de la persona obligada, puede hacerlo a costa de este último”; razón por la cual se casa la sentencia del TSJMu, que anula en el extremo que deja sin efecto la medida relativa a que la demolición se realice a costa de los recurrentes, desestimando en su integridad el recurso contencioso administrativo.

- Sentencia 1750/2018, de 10 de diciembre, de la Sala de lo Contencioso Administrativo del Tribunal Supremo (Sección Quinta) que estimó un recurso de casación interpuesto contra la sentencia del TSJ de Madrid, que estimó un recurso contencioso administrativo y anuló el PGOU de Boadilla del Monte. Informe de impacto de género. (LA LEY 178065/2018)

En el informe de 15 de junio de 2017 comentamos la Sentencia 322/2017, de 19 de abril, de la Sala de lo Contencioso del Tribunal Superior de Justicia de Madrid que estima un recurso contencioso administrativo interpuesto contra el acuerdo de aprobación definitiva del Plan General de Boadilla del Monte, por lo que tenía de pionera en cuanto que anuló la totalidad del Plan General de Ordenación Urbana de este municipio por el hecho de no contar, dentro de su tramitación, con el informe de evaluación de impacto de género. 

Pues bien, no ha pasado más que año y medio para que el Tribunal Supremo conozca del recurso de casación interpuesto por la Comunidad de Madrid y fije doctrina en torno al asunto, de enrome interés para futuras redacciones de planeamiento urbanístico.

Después de extractar el contenido de la sentencia de instancia en los fundamentos de derecho tercero, cuarto y quinto, dedica el fundamento sexto a aclarar la legislación estatal donde se regula en informe de impacto de género “pese a la dispersión normativa reinante en la materia”, esto es, la Ley 30/2003, de 13 de octubre, sobre medidas para incorporar la valoración del impacto de género en las disposiciones normativas que elabore el Gobierno, la Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo para la igualdad efectiva de mujeres y hombres, el R. D. 1083/2009, de 3 de julio, por el que se regla la memoria de análisis de impacto normativo. En términos idénticos, el art. 26.3.f) de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de régimen jurídico del sector público.

A continuación, el TS acota el asunto al aclarar que no se trata de resolver acerca de la conveniencia u oportunidad de que los instrumentos de planeamiento urbanístico incorporen o no un informe o perspectiva de género sino si en el caso concreto era necesaria la incorporación de ese informe a la tramitación, a la luz de la normativa estatal y autonómica vigente.

Sobre este particular, el TS vuelve a reiterar sus argumentos remitiéndose a la Sentencia de 6 de octubre de 2015, dictada en el recurso de casación 2676/2012, y, en concreto, al voto particular, que reconocía naturaleza normativa de los planes urbanísticos y territoriales pero que puntualizaba “ahora bien, conforme a lo expuesto con anterioridad, no sigue de ello la aplicación de las mismas reglas a todas las manifestaciones de la potestad normativa del Poder Ejecutivo. Por tratarse de disposiciones de carácter general, en suma, no tiene por qué producirse en el caso de los planes una recepción absoluta de las normas reguladoras de los reglamentos estatales y autonómicos. Al menos, en lo que concierne a los aspectos procedimentales; y sin perjuicio de que, también en este caso, proceda partir de una identidad de principios”. También se refiere a otra Sentencia de 27 de octubre de 2016, transcribiendo parte del fundamento jurídico tercero, que estudiaba el efecto de la falta de análisis de impacto de género en el Reglamento General de Costas, donde consideró que el recurrente no había puesto de manifiesto la existencia de argumento alguno para desmontar el juicio contenido en la Memoria de Análisis de Impacto Normativo del RGC en el sentido de que la incidencia del mismo en las políticas de género no fuera “nulo”.

Al estudiar el caso concreto, recuerda que la Sentencia del TSJM sostenía que debía haberse observado lo dispuesto en el art. 20 de la Ley del Gobierno porque, en ausencia de normativa específica autonómica, el art. 33 EACM prevé el carácter supletorio del derecho del Estado respecto del propio de la C. A. Así pues, la sentencia de instancia, después de reconocer la inexistencia de norma autonómica que impusiera ese requisito, acudió a la aplicación de la cláusula de supletoriedad del derecho estatal.

A reglón seguido, el TS analiza la evolución del TC al sentar la doctrina sobre la supletoriedad del derecho estatal que concluye que “en consecuencia, para el TC precisar cuándo debe aplicarse el derecho estatal supletoriamente no corresponde al legislador, sino al operador jurídico cuando detecta la inexistencia de norma autonómica. Trasladando esta doctrina general al ámbito que nos ocupa, en materia de urbanismo, la sentencia 61/1997 preció con claridad que “Dado que a partir de los artículos 148 y 149 CE, todos los Estatutos de Autonomía atribuyen a las Comunidades Autónomas la competencia exclusiva sobre la materia de urbanismo, es evidente que el Estado no puede dictar normas supletorias al carecer de título competencial específico que así lo legitime, sin que, por otra parte, el hecho de ostentar otros títulos competenciales susceptibles de incidir sobre la materia pueda justificar la invocación de la cláusula de supletoriedad del art. 149.3 in fine CE”. 

Por ello concluye que “la cláusula de supletoriedad que se invoca para aplicar el artículo 24 de la Ley del Gobierno en relación con la elaboración del Plan de Ordenación, y por lo tanto exigir el informe de impacto de género como elemento esencial para la aprobación de dicho instrumento urbanístico, no tiene soporte en la actual jurisprudencia que analiza el señalado principio”, afirmando que esta conclusión no es contraria con la postura dictada en la Sentencia de 4 de julio de 2016 porque las circunstancias concurrentes no son las mismas. En consecuencia, entiende que, desde una perspectiva puramente formal y procedimental, no resultaba exigible la incorporación de un específico informe de impacto de género en el PGOU de Boadilla del Monte; ahora bien, apunta una serie de razones por las que el principio de igualdad de género no es una cuestión neutral en materia de urbanismo:

· La transversalidad del principio de igualdad de trato de hombres y mujeres, que informará la actuación de todos los Poderes Públicos, según la L.O. 3/2007.

· El art. 2.2 LS 2007 y legislación estatal urbanística posterior recoge dentro de los principios de desarrollo territorial y urbano sostenible la igualdad de trato y de oportunidades entre mujeres y hombres.

· Pese a ello, la legislación estatal no haya incorporado ningún trámite específico para su concreción en el planeamiento urbanístico, como sí ha hecho respecto de la evaluación ambiental, consultas de la Administración hidrológica, de costas, carreteras y demás infraestructuras

El TS reconoce que independientemente de los específicos procedimientos de elaboración de los planes de urbanismo previstos en las Leyes autonómicas, el principio de igualdad de trato es un principio inspirador de la nueva concepción del desarrollo urbano, que exige un ordenación adecuada y dirigida, entre otros fines, a logar la igualdad efectiva entre hombres y mujeres. No es necesario que un plan se someta a un trámite específico para que la perspectiva de género sea tenida en cuenta y para que aquél pueda ser impugnado ante los tribunales. En el presente caso el asunto se limitó al aspecto formal de si había o no tal informe y no se sustanció la cuestión de fondo.

Con estas argumentaciones declara doctrina jurisprudencial que “si bien la cláusula de aplicación supletoria del derecho estatal no permite sostener la exigencia a las CC. AA. de un requisito, como es el informe de impacto de género, en materia de ordenación urbanística, que no figura previsto en su propia legislación, el principio de igualdad de trato es un principio inspirador de la nueva concepción del desarrollo urbano, que exige una ordenación adecuada y dirigida, entre otros fines, a lograr la igualdad efectiva entre hombres y mujeres, esto es, no es necesario el sometimiento del plan a un trámite específico para que esa perspectiva sea tenida en cuenta y para que, en otro caso, el citado plan pueda ser impugnado y el control judicial alcanzar a dichos extremos”.

Por estas razones estima el recurso de casación y desestima el recurso contencioso administrativo, declarando que el Plan General es conforme al ordenamiento jurídico.

3.- TRIBUNALES SUPERIORES DE JUSTICIA

Las tres sentencias analizan abordan problemas prácticos tales como la posibilidad de caducar la adjudicación de la condición de agente urbanizador, suspensión de una licencia de vallado concedida para investigar la titularidad pública de los bienes afectados o, en relación con Aragón, la confirmación de las actuaciones municipales en relación con las obras para la implantación del tranvía de Zaragoza.

I) COMUNIDAD VALENCIANA

- Sentencia 632/2018, de 5 de octubre, del Tribunal Superior de Justicia de la Comunidad Valenciana por la que se desestima el recurso de apelación interpuesto contra una sentencia del JCA nº 4 de Alicante, que estimó el recurso contencioso administrativo interpuesto contra la declaración del Ayuntamiento de Ibi de caducidad de la adjudicación de la condición de agente urbanizador (LA LEY 167523/2018)

La sentencia de instancia estimó el recurso contencioso administrativo interpuesto contra el acuerdo municipal por el que se declaró la caducidad de la adjudicación de la condición de agente urbanizador. Ésta fue determinada por la falta de terminación de la línea eléctrica de media tensión, la no ejecución de las medidas ofertadas consistentes en la construcción de una pista polideportiva cubierta de 1.500 m2, la mejora y terminación de una urbanización y el abandono de la obra, con defectos de conservación.

La primera cuestión que analiza la sentencia es la norma aplicable al supuesto de hecho puesto que el programa se aprobó bajo la vigencia de la Ley 6/1994, continuó con la Ley 16/2005 y terminó con la Ley 5/2014. Basándose en la transitoriedad de cada uno de estos textos, concluye que la norma aplicable al supuesto de hecho es el artículo 29 de la Ley 6/1994, que prevé la caducidad de la adjudicación en caso de incumplimiento del plazo de ejecución de un programa, salvo prórroga justificada, con la posibilidad de imposición al adjudicatario de las penas contractuales previstas en el programa e, incluso, la privación de la condición de urbanizador.

Este precepto distingue entre caducidad del programa, derivada del incumplimiento de los plazos, y resolución de la adjudicación, que se regirá por la normativa de contratación pública.

Aclara el TSJ que lo que se resuelve es el acuerdo de adjudicación del programa, no el convenio, ni los acuerdos de la administración con el urbanizador. La ineficacia del convenio posterior es consecuencia de la resolución de la adjudicación. 

Considera el TSJV que “en el caso de la resolución por tardanza imputable tendríamos que determinar su carácter esencial o no; porque en el caso de que la tardanza no sea esencial, la medida impuesta por la administración no puede ser la más drástica de la resolución de la adjudicación, sino acaso la de imposición de penalidades. Si, por el contrario, la tardanza es esencial, la administración puede optar por la resolución de la adjudicación. La proporcionalidad es un elemento crucial en este sentido”.

Sobre la línea eléctrica, que ya ha sido objeto de otras sentencias, el TSJV dice que “determina con toda precisión cuál es la responsabilidad del urbanizador en la implantación de la línea de media tensión a la que se refiere los autos. De la misma se desprende, clarísimamente, que el retraso no puede ser imputable al urbanizador, que existieron una serie de circunstancias, derivadas de cambios de criterio de la administración y de la oposición de ciertos vecinos, que determinaron dilaciones notables en la ejecución de la misma”. Por ello concluye que no puede constituirse como causa para determinar la resolución de la adjudicación.

Por lo que respecta al abandono de la obra, derivado de los desperfectos que padece por el tiempo transcurrido desde su ejecución, el TSJV concluye que en absoluto ha resultado acreditada la presunta voluntad de abandono por parte del urbanizador. Al contrario, consta que el urbanizador se ha encargado de la vigilancia de las obras, de su mantenimiento hasta la entrega. “Al menos existe un principio de prueba de que, las cosas, han sido así y de que, por esta causa, en absoluto puede decretarse la resolución del contrato”. A ello añade que los defectos son mínimos, anomalías en aceras, ruptura de la red de riego y señalización; desperfectos que debe controlar la administración en el momento de la recepción de las obras.

En lo relativo a las mejoras ofertadas en la alternativa técnica, después de puntualizar que lo que es objeto de la resolución es el acto de adjudicación del programa. “(…) El acto de adjudicación es un acto administrativo posterior a la licitación, en el que se escoge, concretamente, una alternativa técnica, en función de los ofrecimientos que hacen cada uno de los que intervienen como aspirantes a urbanizador en el periodo de licitación. El acto de adjudicación de la condición de urbanizador y la aprobación de un programa, siempre va referida a una alternativa técnica, de manera que, todos los contenidos de la alternativa técnica forman parte, si es que ésta es escogida, del conjunto de obligaciones que asume el urbanizador”. Por ello entiende que si “lo que se resuelve es el acto de adjudicación, la resolución será procedente si se ha producido un incumplimiento grave y consistente de las obligaciones asumidas por el propio urbanizador, en el ofrecimiento público, que implica la presentación de su alternativa técnica, que finalmente determina el Programa”.

El adjudicatario ofertó dos mejoras y si no las materializa estaría incumpliendo los contenidos expresos de la alternativa técnica la que se obligó, y ese incumplimiento, si fuese grave e imputable, determinaría la resolución del acto de adjudicación.

Del examen de cada una de las mejoras ofertadas, el TSJV llega al convencimiento de que la no urbanización de unos suelos no es algo imputable al urbanizador y respecto de la construcción de la pista polideportiva, antes de acudir a la resolución de la adjudicación, la Administración debería haber requerido al adjudicatario la ejecución de la obra; el principio de proporcionalidad exige ese requerimiento previo en lugar de acudir directamente a la resolución de la adjudicación.

Por esta razón, desestima el recurso de apelación y confirma la sentencia de instancia. 

J) ARAGÓN

- Sentencia 424/2018, de 26 de julio, del Tribunal Superior de Justicia de Aragón por la que se desestima el recurso de apelación interpuesto por una Asociación de afectados por las obras del tranvía de Zaragoza y confirma las actuaciones municipales en todos sus extremos (LA LEY 169571/2018.)

La asociación de afectados por las obras del tranvía de Zaragoza interpuso recurso contencioso administrativo contra las actuaciones municipales fundándose en que las obras se iniciaron sin la preceptiva licencia previa municipal, que las obras comenzaron vulnerando la  legislación de contratación pública, ya que no fue seleccionado el contratista mediante ningún procedimiento público, que las obras contradicen el PGOU, que no tiene previsión alguna al respecto, que debió haber una modificación de PGOU que se sometiera a evaluación estratégica, ubicación de algunas instalaciones en dominio público municipal sin proceder a la desafectación.

Por su parte la defensa municipal considera que existe una indebida acumulación de acciones, que la acción ejercida frente a la vía de hecho se ha realizado extemporáneamente, al igual que la acción dirigida contra el procedimiento de contratación, desviación procesal, no necesidad de nuevo procedimiento de adjudicación ni necesidad de licencia municipal, como tampoco es requisito la revisión del PGOU ni la evaluación estratégica.

El JCA, en la sentencia de instancia, amparándose en la doctrina del TS y de la AN, reconoce que en materia de contratación pública no existe acción pública en defensa de la legalidad ni el interés legítimo en el ámbito de la contratación puede expandirse a sujetos que no comparecieron en la licitación.

No entra a analizar la alegación relativa a la nulidad de la entrega de parcelas municipales a la Sociedad de Economía Mixta “Los Tranvías de Zaragoza”, por incurrir el recurrente en desviación procesal, puesto que esta cuestión no fue planteada previamente ante la Administración demandada.

Reconoce, en lo demás, legitimación a la recurrente en el ejercicio de la acción pública en materia de urbanismo. Así después de analizar el acto administrativo de la licencia urbanística, aclara que el planteamiento de la cuestión es erróneo porque las obras no están promovidas por una sociedad privada, sino que fue el pleno de la corporación el que aprobó la memoria para el establecimiento del servicio público de transporte urbano mediante tranvía y su forma de gestión mediante sociedad de economía mixta. “(…) el transporte colectivo urbano de viajeros tiene la consideración de servicio público de competencia municipal, de prestación obligatoria en determinados Municipios declarado expresamente esencial y reservado, implicando dicha reserva a favor de los municipios, la titularidad y competencia sobre los mismos con el alcance y límites que determine la legislación sectorial del Estado o de la Comunidad Autónoma”, para añadir que “(…) la promoción no correspondió a dicha sociedad sino al propio Ayuntamiento, ente éste que además eligió una determinada forma de gestión del servicio que implicaba la creación de una sociedad mixta, en la que el Ayuntamiento participaba minoritariamente y ahí es donde entre en la cuestión el socio privado”. Esto no significa que deba hablarse de obras privadas, se trata de un proyecto de obra pública verificada y controlada de inicio por el Ayuntamiento, que es el que encarga la redacción del proyecto.

Respecto a la compatibilidad de las obras con el PGOU, frente a la posición de la asociación recurrente de considerar la obra como un sistema general de enorme importancia y elemento básico del sistema de transporte, el JCA se refiere a la Memoria del PGOU que, a lo largo de varios de sus capítulos, viene refiriéndose al tranvía como un sistema de transporte de cercanías, como medio de articulación del área metropolitana y dictamina que “como vemos en la Memoria del PGOU de la ciudad de Zaragoza, se realiza una importante previsión en relación a la implantación dentro de las infraestructuras existentes y al objeto de la mejora de la movilidad en transporte colectivo en la ciudad de Zaragoza, de un futuro “tranvía” o “metro ligero” lo que excluiría la conclusión de la recurrente sobre que en el PGOU no existe previsión alguna sobre las obras o que las mismas se encontrarían en contradicción con dicha normativa urbanística”, al tiempo que recuerda el carácter vinculante de la memoria y su naturaleza normativa. 

Finalmente, respecto a la inexistencia de un previo plan sometido a evaluación estratégica, la sentencia analiza el artículo 24 de la Ley 7/2006 de protección ambiental de Aragón, relativo a los proyectos sometidos a evaluación de impacto ambiental, en concordancia con el Anexo III de la Ley y dice que la misma exige evaluación de impacto ambiental a decisión del órgano ambiental en el caso de proyectos de tranvías, pero no para el caso de modificaciones puntuales del PGOU, que avalaran la implantación del tranvía, que es lo recurrido por la asociación.

Desestimado el recurso contencioso administrativo, la asociación interpone recurso de apelación fundado en tres pretensiones: la legitimación en el terreno de la denuncia de infracción de normativa de contratos públicos; la acción pública urbanística respecto a si la implantación del tranvía exigía o no revisión o modificación del PGOU y la infracción de la normativa medioambiental que se predica de la actuación seguida por la Administración.

Respecto de la primera de las alegaciones, en orden a dilucidar si la asociación tenía o no interés legítimo en el recurso en lo que a la contratación pública se refiere, el TSJA dice que “la cuestión se reduce a la verificación en el caso concreto de un interés diferente al de mera defensa de la legalidad que es el que, de manera evidente, aparece detrás de las motivaciones de la asociación litigante para actuar. Reconoce que, a diferencia del ámbito urbanístico, en el contractual no existe acción pública. El TC, cuando se trata con carácter general de la legitimación en el orden contencioso-administrativo “el interés legítimo se caracteriza como una relación unívoca entre el sujeto y el objeto de la pretensión … de tal forma que su anulación produzca automáticamente un efecto positivo (beneficio) o negativo (perjuicio) actual o futuro pero cierto, debiendo entenderse tal relación referida a un interés en sentido propio, cualificado y específico, actual y real (no potencial o hipotético)”. 

Por esta razón, para tener por legitimados procesalmente de manera activa, debe haber una relación directa entre los fines estatutarios de la asociación y el motivo que fundamenta la impugnación. En el examen de esos estatutos no se percibe un concreto interés legitimador de la impugnación que en el terreno contractual efectúa, más allá de la mera defensa de la legalidad, insuficiente, habida cuenta la inexistencia de acción pública; porque no se identifica el interés de los afectados, que tiene que estar relacionados con la traza del tranvía. Por ello el TSJA niego legitimación en materia de contratación pública a la asociación recurrente.

Respecto de la acción pública en materia de urbanismo, tampoco se identifica un concreto acto administrativo o disposición general que haya sido objeto de recurso, porque la memoria del PGOU ya contempla la contingencia de la implantación del servicio público de tranvía, sin necesidad de precisar revisión o modificación del Plan. Añade, igualmente, sirve para excluir la revisión del Plan la argumentación de instancia de que “la implantación del tranvía no era incompatible con el modelo urbanístico que diseña el Plan y, como expresión de compatibilidad, las referencias en la memoria a nuevas necesidades de transporte urbano metropolitano y la exigencia de tener en cuenta tales ideas a la hora de diseñar urbanísticamente la ciudad. (…) pretende hacer pasar por alteración sustancial de la estructura general o del modelo urbanístico que el plan establece, a partir de la traza del tranvía y del evidente, ciertamente, impacto que la implantación del tranvía, conforme se ha hecho, tiene en el sistema de comunicación y transporte de la ciudad”.

Respecto a la evaluación de impacto ambiental, el argumento de la recurrente de que de haber acometido la revisión del PGOU hubiera sido necesaria evaluación ambiental estratégica a lo que añade que el art. 3 de la Ley ambiental de Aragón de 2006 exigía evaluación de impacto ambiental para los proyectos, no para los planes. A parte de considerar una cuestión nueva, el TSJA dice que tampoco puede prosperar esta motivación “habida cuenta que el proyecto de obras por el que se aprueba la ejecución de las obras de implantación del tranvía, es instrumento, precisamente, de desarrollo o ejecución de los potenciales planes y programas a los que puede estar refiriéndose el artículo 3.2.a) de la Ley 9/2006, pues habrá planes y programas que establezcan el marco para la futura autorización de proyectos. Puede referirse, ciertamente, a una revisión del Plan General, o a un Plan de Movilidad y Transporte, pero desde luego no a un proyecto que es simple ejecución de lo previamente dispuesto y ordenado, precisamente, en un plan o programa. Tampoco podremos acoger las alegaciones que ahora fundamentan su pretensión en este terreno”

Finalmente, también desestima la pretensión de necesidad de licencia urbanística. Por todo ello, confirma las actuaciones municipales y desestima el recurso de apelación.

Q) CASTILLA Y LEÓN

- Sentencia 934/2018, de 18 de octubre, del Tribunal Superior de Justicia de la Castilla-León (Valladolid) por la que se desestima el recurso de apelación interpuesto contra una sentencia del JCA nº 1 de Zamora, que estimó el recurso contencioso administrativo interpuesto contra un acuerdo municipal de suspensión cautelar de la licencia de vallado. (LA LEY 169531/2018)

Un municipio de la provincia de Zamora interpone recurso de apelación contra una sentencia del JCA nº 1 de esa ciudad, estimatoria de un recurso contencioso administrativo, interpuesto, a su vez, contra una resolución municipal por la que se suspendió cautelarmente una licencia de vallado ya concedida para la averiguación de la titularidad pública de un camino; resolución que el JCA anula y revoca, dejando sin efecto las consecuencias inherentes a la resolución anulada.

La sentencia de instancia entendió que frente a la facultad de investigación del Ayuntamiento de los bienes de dominio público nos encontramos ante una licencia de vallado de fincas que el recurrente considera de su propiedad. La licencia de vallado ya incluía la parcela catastral que el Ayuntamiento entiende que podría ser dominio público y sobre la que abre un expediente de investigación de dominio. 

En base a los principios de eficacia, presunción de legalidad y ejecutividad de las resoluciones administrativas, el Ayuntamiento no puede suspender una licencia ya concedida. Para ello, la Administración debe acudir a alguno de los medios legalmente admitidos en derecho, por ejemplo, la revisión de oficio. El JCA estima el recurso al entender que continuaba suspendida la licencia en el momento de dictar sentencia, había transcurrido un tiempo suficiente (el plazo de caducidad) sin iniciar el expediente de investigación de bienes, no se había justificado que las obras se hubieran realizado de forma distinta a lo previsto en la licencia, que el particular detentaba el camino con justo título “sin que las Administraciones públicas puedan utilizar la forma privilegiada de los expedientes de investigación para incorporarlos a su patrimonio, sino que deben ejercitar, inexorablemente, la acción reivindicatoria ante la jurisdicción civil; y que, por lo tanto, no estando amparada la actuación de la Administración en norma laguna, y sin perjuicio del resultado del posible procedimiento que se pueda abrir contra el expediente de investigación o del pleito civil sobre la propiedad del camino en cuestión, la demanda debe ser estimada revocando la suspensión de la eficacia de la licencia concedida y permitiendo al recurrente continuar con el vallada de su finca”.

En la sentencia de apelación, el TSJ de Castilla y León analiza la legalidad de la suspensión de la licencia urbanística y entiende que no concurren los motivos alegados por el Ayuntamiento.

Considera que, aunque el Ayuntamiento inició el expediente de investigación a los efectos de determinar la titularidad de la parcela y que, con carácter general, el art. 4.1.d) LBRL y art. 44.1 del R.D. 1372/1986, RBEL atribuyen a los municipios las potestades de investigación, deslinde y recuperación de oficio de sus bienes, no es menos cierto que el vallado de las parcelas (suspendido cautelarmente por el Ayuntamiento) “no es una actuación material o de hecho llevada a cabo inopinadamente (por el recurrente) sino que se trata –y esto es decisivo- de un acto realizado al amparo de una licencia municipal de obra menor, así como que la licencia urbanística es un acto administrativo de autorización o declarativo de derechos de naturaleza reglada a cuyo régimen normativo debemos someternos”.

Añade que, pese a que la normativa urbanística autonómica disponga que las licencias urbanística se otorgan dejando a salvo el derecho de propiedad y sin perjuicio de terceros y que no es necesaria la acreditación de la titularidad de los terrenos en el momento de la solicitud, salvo que el Ayuntamiento  estime que su otorgamiento puede afectar a bienes de dominio público o patrimoniales, y que el Ayuntamiento puede denegar las licencias cuya ejecución haya de producir una ocupación ilegal del dominio público, “es claro en el presente caso que al tiempo de otorgar la licencia el Ayuntamiento no estimó que el vallado pudiera afectar al dominio público o que pudiera producir su ocupación ilegal, en cuyo caso habría requerido al solicitante la previa acreditación de la titularidad de los terrenos afectados o habría denegado directamente la licencia, lo que no hizo”.

A ello añade que, otorgada la licencia, el Ayuntamiento no acudió al procedimiento legalmente establecido en orden a la eventual suspensión y revisión de oficio de licencias urbanísticas, previsto en la normativa urbanística por lo que “es evidente que la orden de paralización ha prescindido total y absolutamente del procedimiento legalmente establecido para la suspensión de efectos de las licencias urbanística, lo que determina su nulidad de pleno derecho”

Abunda el TSJCyL diciendo que la paralización inmediata de las obras de vallado, por más que se califique como de medida cautelar o provisora para la defensa de un interés público y de terceros no puede ampararse en el art. 117 de la Ley 39/2015, porque no nos encontramos antes el supuesto que de que licencia haya sido recurrida por un tercero. Tampoco puede considerarse medida cautelar adoptada en el seno del procedimiento de investigación para determinar la titularidad del camino, prevista en el art. 45 RBEL, porque el acuerdo municipal por el que se inició el referido expediente carecía de los requisitos legalmente establecidos (no contaba con el estudio previo que exige el art. 48 RBEL, ni con las publicaciones y traslados preceptivos) y la orden de paralización es anterior al inicio de este último expediente.

Por estas razones, desestima al Ayuntamiento el recurso de apelación, confirma la sentencia de instancia y condena en costas al apelante.

4.- JUZGADOS DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO

En este apartado refiero una sentencia relativa a la expropiación de terrenos por no adhesión de los propietarios a la Junta de Compensación. En la Sentencia 268/2018, de 20 de noviembre, el Juzgado de lo Contencioso nº 5 de los de Zaragoza analiza, desestimando el recurso contencioso-administrativo interpuesto, el acuerdo municipal de aprobación definitiva de la relación de propietarios, bienes y derechos afectados por expropiación como consecuencia de la no incorporación a una Junta de Compensación.

La inicial propietaria de unos suelos clasificados como suelo urbanizable no delimitado (dentro del sector SUZ MN/1 y SUZ MN/2) concretó una venta provisional de unos suelos a una mercantil a razón de 179 €/m2, que, después de una modificación del nombre social, formalizó un convenio de planeamiento y gestión urbanística con el Ayuntamiento de Zaragoza, para el desarrollo de ese sector de suelo urbanizable no delimitado. El Plan Parcial se aprueba definitivamente y delimita una única unidad de actuación. Posteriormente, mediante modificación aislada de Plan General, se modifica la superficie de la finca de suelo urbanizable SUZ MN/1, incorporando a esta clase de suelo alrededor de 4.000 m2 más de los 15.000 m2 inicialmente incorporados, propiedad de la vendedora. Se aprueban bases y estatutos de la JC y se constituye y registra la Junta.

Los recurrentes no se adhieren a la JC por entender que los, alrededor de, 4.000 m2 añadidos al sector por medio de la modificación del PGOU debían valorarse al precio pactado con la compradora inicial de los terrenos. La mercantil solicita al Ayuntamiento iniciar el expediente de expropiación de las fincas en el ámbito perteneciente a los propietarios no adheridos.

Se alega ausencia de causa expropiandi, porque la expropiación se inicia no por utilidad pública e interés general sino por el particularísimo interés de la mercantil de ahorrarse el pago de una importante cantidad de dinero a los expropiados, a razón de 179 €/m2. 

El JCA llega a la conclusión de que lo que subyace en la relación de las partes es la correcta interpretación de los términos de las cláusulas 2ª y 3ª de la escritura pública de compraventa de 2006. A todo ello, el JCA apunta que no son cuestiones propias del procedimiento administrativo de expropiación forzosa ni tampoco del procedimiento contencioso-administrativo, sino que son objeto de un proceso civil que se sigue en otros juzgados. Como dice el Juzgado “la realidad es que el procedimiento de expropiación forzosa ya tiene previsiones para los casos en que se discuten propiedades, sin que ello suponga que se deba paralizar el procedimiento expropiatorio, ni que se considere que hay ausencia de causa expropiandi.

Desde el momento en que el Ayuntamiento de Zaragoza considera a (…) como propietarios, y consta también que no se han adherido a la Junta de Compensación, deben incluirse en la relación de bienes y derechos afectos a la expropiación forzosa. Se trata de la aplicación de la normativa vigente y de la continuación de los trámites propios de dicha situación jurídica.” A tal efecto, se tomó en consideración la titularidad que figura en los registros públicos.

Reconoce también que la controversia sobre la titularidad de una parcela no puede paralizar el procedimiento de expropiación forzosa hasta que se dicte sentencia firme en la jurisdicción civil. “La realidad es que no existe inconveniente en que se sigan los trámites de la expropiación forzosa, sin perjuicio de la relevancia que en su momento pueda tener la sentencia del proceso civil. La legislación vigente parte de la idea de que no procede la paralización del procedimiento de expropiación forzosa, aunque exista una controversia sobre la titularidad de la finca”

Se alega, igualmente, abuso de derecho por el propietario mayoritario de los suelos, consentido y coadyuvado por la Administración demandada. El JCA no comparte las apreciaciones de la recurrente sobre la existencia de una actuación municipal abusiva o contraria a la obligación de la Administración de servir con objetividad los intereses generales y actuar con sometimiento pleno a la ley y al derecho y a los fines que justifican su actuación y añade que “(…) la mera existencia de un cuestión jurídica sobre la titularidad de una parcela no implica que el Ayuntamiento haya de paralizar el procedimiento de expropiación forzosa, ni tampoco que haya de dar efectividad a los deseos de los interesados. La forma de que la discrepancia jurídica se disipe es mediante la fijación de la titularidad, bien por las propias partes, o bien por la jurisdicción civil, sin que el Ayuntamiento deba dar eficacia a las manifestaciones de los recurrentes, ni tampoco deba paralizar el procedimiento de expropiación forzosa y el procedimiento de gestión urbanística por la existencia de dicha discrepancia”. También desestima las alegaciones relativas a la existencia de fraude de ley y defectos en el procedimiento administrativo.
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